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Me d jrto a usted para referirme al oficio sin número de referencia, de fecha 16 de mayode 2012, por med¡o de ta cuat se me nombra como asesor ¿e tesis áÉl Láchi er pablo JoséCalderón cálvez qu¡en se ¡dentifica con el carnet estudiantil 20051069q pái to que fraOienOo

asesorado el trabajo encomendado y de conform¡dad con lo establecidb e; er Artículo 32 derNormalvo para Ia htaboración de Tesrs de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales y delExamen General Públjco; manifiesto lo siguiente:

l Eltrabajo de tesis se inritula viotación der derecho constitucionar de ctefensa ar noadmitirse para su trámite er recurso administrativo de revocatoi¡i en contra ae usresoluciones emitidas por et Registradot Mercanüt General de ta Reptiblica,,,

2. lnmediatamente que recibí el nombramiento y se estableció comunicación con elBachitÍer Pabjo José Catderón cálvez, procedí; efectuar el estudio áe los planes deinvestigación y de tesis, los cuales se enconttaban 
"ongrr";i""-"on 

el tema ainvestigar, y en consenso con el ponente del tema, se ¿eóJ¡¿ iolre la manera deelaborarlo.

3. Durante el proceso de elaboración del trabajo de tesis real¡cé la rev¡s¡ón de ¡a
investigación y sugerí algunas conecciones de tipo gramatical y de redacc¡ón, el
Bachiller Pablo José Calderón Gálvez con empeño y atención cuidadosa desarrolló
cada uno de los temas que comprenden el trabajo de tesis de mane¡a minuciosa; el
trabajo cont¡ene un amplio contenido científico, utilizando el ponente un lenguaje
técnjco, acorde al tema desarrollado, el sustentante hizo uso con amplitud del método
científico, abarcando Ias etapas del mismo, toda vez que al plantear el problema lo
enfoca a Ia realidad juridica, en este caso princjpalmente sobre la vulneración det
derecho constitucional de defensa al no admitirse para su trámite las resotuc¡ones
emitidas porel Registrador Mercant¡t ceneral de la Repúbl¡ca, y para e o profundizó de
una manera exhaust¡va en la investigac¡ón, así mjsmo comprueba fehacientemente la
hipótesis planteada, utjl¡zando en su buena manera lo analizado. El sustentante ut¡l¡zó
la técnica de invest¡gac¡ón bibliográfica, comprobando que se h¡zo acopio de bibliografía
aclualizada

lI : ;:,:: I



Lic. Emilio Gutiérrez Cambranes
4s. Avenído "A" 12-54, zona 14

Ciudod, Gudtemold
54126108

4. El presente trabajo de iesis es un esfuerzo meritorio, y será una excelente fuente de

consulta para elfuturo sobre todo para los profes¡onales del derecho, ya que es un tema

de surna importancia por tratarse de la protección de un derecho constiiucional lo que

se refleja en las conclusiones las cuales son acordes a lo expresado en el contenido

cap¡t!lar de la investigación señalando la falta de una legislación adecuada que proteja

el derecho constitucional de defensa en contra de las resoluciones del Registro

l\rercantil; de dicha cuenta, las recomendaciones proponen de forma pertinente las

acciones que se deben de tomar a efecto de bindar una solución adecuada a la

problemática expuesta en torno a la legislación por lo que se ha cumplido con lo

establecido en el Ariiculo 32 del Normativo pala la Elaboración de Tesis de la

Licenciatura en Ciencias Juríd¡cas y Soclales del Examen General Público. En vidud de

lo anteriormenie expuesto, procedo a

DICTAMINAR

Que el contenido del trabajo de tesis del Bachiller Pablo José Caiderón Gálvez, se

ajusta a los requerimientos científicos y técnicos que deben cumplirse de conformidad
con los .equisitos exigidos en el Artículo 32 del Normativo pala la Elaboración de lesis
de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales y del Examen General Público, por lo
cual emito DICTAI,IEN FAVORABLE, a efecto de continuar con el trámite
correspondiente, para sLr posterior evaluación por el Tribunal Examiñador en el Examen

Público de Tesis, previo a optar al grado académico de Licenciado en C¡encias Juríd¡cas
y Sociales.

Atentamente,

h.hilkAúlrtucmúrwtt
¡eosÁoo v r'lot¡Rto
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UNIDAD ASESORiA DE TESIS DE LA FACULTAD DE CIIi'NCIAS
JURÍDICAS Y SOCIALES. Cuatemala, catorce deiuniodedosmil doce.

Atentamente, pase al ( a la ) LICENCIADO ( A ): HÉCTOR RENÉ GRANADOS
FIGUEROA, para que ptoceda a revisar el trabajo de lesis del ( de la ) estudi¿ntel
p¡nlo ¡osú c¡ltnnó¡q cÁr,vnz, cenNE No. 200510690 Intitulado:

"vIoLAcIóN DEL DERECHo coNSTfrucIoNAL DE DEFENSA AL No
ADMITIRStr PARA stj TRÁMITE EL REcuRso ADMtNlsrRATIvo DE
RDVOCATORIA EN CONTI{A Df] LAS RTSOLUCfONES NMITIDAS POR EL
REGrsrr{ADoR MERCANTTL c E\ERA L DE LA REPúBLtcA-

Me permito hacer de su conocimiento que está facultado (a) para lealizar ias

modificaciones de forma y fondo que tengan por objeto mejorar la investigacion-

asimismo, del tí1ulo de ffabajo de tesis. En el diciamen coffespondienie dcbe hacer

conslar el contenido del Arlículo 32 del Normativo para la Elaboración de Tesis de

Licenciatura en Ciencias Juridicas ) Sociales y del Examen General Público, el cual

dice: "lanlo el asesor como cl rcvisor de tesis, h¡rán conrar cn los dictámc¡es correspondic¡tcs, su

opirió¡ respecto del contcnido cientíllco y tecnico de la tcsis, la nre¡odoloSia I las l¿cnicas de

irivestigación utilizrdas, La redacción. los cuadros estadisticos si lieren necesarios. la co¡triburiói
cie¡tífica de ls mirna, las conclusioncs. lrs recomendaciones ) la bibliogr¿lia utilizada. si aprl'eban o

desaprueban elnabajo de nNerigaclór y olras consideracioncs que cliñe pe'1i¡entei.

I,IC. CARI,OS NBT],RTITO HERR
JEFE Dtr LA UNIDAD ASES

cc.Unidad de Tesis
CEHR/iyrc
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Mé dir¡jo a usted en atenc¡ón a la resoluc¡ón emitida por la Unidad a su cargo, de
fecha 14de jun¡ode2012, en virtud de la cualrrocedí a revisar el trabajo de tesis
del Bachiller PABLO JOSE CALDERON GALVEZ intitulado ,yiolación dd
derecho const¡fucional de defensa al no admiür para su tám¡te et recurso
adm¡nistraüvo de revocatoria en contra de las resoluciones em¡tidas por el
Registrador Mercantil General de la República" y con el objeto de ¡nformar
sobre mi labor expongo lo s¡gu¡ente:

1) De acuerdo a la facultad ¡nvestidá en mi persona medianté la resoluc¡ón
c¡tada, luego de un estud¡o conc¡so del trabaio de tesis según criterio
basado en elementos de fondo, se concluyó que el trabajo elaborado por el
Bachiller PABLO ¡OSÉ C*OfnÓH eÁ-VeZ, contempla tos etementos
científicos y técnicos nec€sarios, los cuales se desarrollan adecuadamente
según la distribución lemát¡ca corespondiente.

2) La estruclura de la tes¡s, así mmo la metodología y técn¡cas de
¡nvest¡gación empleadas, son las adecuadas para el desarrollo deltema y el
logro de los objetivos que la investigac¡ón pretende aff¡bar.

3) El trabajo de tes¡s en cuanto a su redacc¡ón, es claro y ordenado_

4) El tópico abordado en d¡cho trabajo, resulta de singular importancia ya que
aborda un tema legal y adm¡n¡strativo, así como operat¡vo relativo a una
dependencia dentro de la estructura estatal.

5) El autor aÍiba a conclusiones y recomendaciones congruentes con su
trabaio, que conf¡rman los supuestos y la hipótesis planteada a¡ in¡cio de la
investigación, sintet¡zando y solventando las afirmac¡ones que sustenta en
el desaÜollo del trabajo.

74. Avenida 8-56, Zona 01, Edificio el Centro
Teléfono: 58366449



LIC. HECTOR GRANADOS FIGUEROA
ABOGADO Y NOTARIO

6) Se evidencia que el autor realmente investigó el tema y acudió a las
fuentes b¡bliográf¡cas, doctrinales, legales y de campo idóneas para su
desarrollo.

De tal cuenta, elcontenido de dicho trabajo de tesis se ajusta a los requerimientos
científicos y técnicos que deben cumplirse en la redacc¡ón. As¡m¡smo, las
conclusiones y recomendaciones así como la bibliografía utilizada, son
congruentes con los temas desanollados dentro de la ¡nvest¡gac¡ón; es por ello
que al haberse cumplido con los requisitos esiablecidos en el Artículo 32 del
Normat¡vo para la Elaboración de Tes¡s de L¡cenciatura en Cienc¡as Jurídicas y
Soc¡ales y del Examen General Públ¡co, resulta procedente em¡tir el presente
DICTAMEN FAVORABLE, aprobando el trabajo de tesis revisado, estimando que
el mismo puede ser materia de discusión en el examen corespondiente.

Sin otro particular, me suscr¡bo de usled atenlamenle

Lic.

Colegiado No.5,824

tktgrfuetu Grúilos Tquooa
f rsoó¡oó Y dor^Rlo ^

7a. AvenÍda 8-56, Zona 01, Edificio el Centro
Teléfono:58366449
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DECANATO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURíDICAS Y SOCIALES. GUATEMAIA, 24 dC
octubre de 20'12.

Con v¡sta en los dictámenes que anteceden, se autoriza la impresión del trabajo de tesis del

EStUd¡ANtE PABLO JOSE CALDERÓN GÁLVEZ, t¡tUIAdO VIOLACIÓN DEL DERECHO

CONSTITUCIONAL DE DEFENSA AL NO ADI\,4ITIR PARA SU TRÁI,,IITE EL RECURSO

AD¡/INISTRATIVO DE REVOCATORIA EN CONTRA DE LAS RESOLUCIONES EI\,4ITIDAS

POR EL REGISTRADOR MERCANTIL GENEML DE LA REPÚBLICA, AIticu|os: 31, 33 y 34

del Normativo para la Elaboración de Tesis de Licenciatura en Cienc¡as Jurídicas y Sociales y

del Examen General Público.
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A DIOS:

A MI PADRE:

DEDICATORIA

Por toda tu m¡sericordia, por darme la constancia para

aprovechar todas las oportunidades que bondadosamente

me regalas para a¡canzar el éxito, por estar siempre a m¡

lado y fortalecerme en los momentos más d¡fíciles de m¡ v¡da.

Como un homenaje póstumo honrando tu memor¡a, a ti padre

amado y ángel mío Dr. Mario Calderón con quien s¡empre

planificamos y soñamos juntos este trascendental momento

de mi vida, que por circunstancias adversas a la misma y

porque el destino así lo tenía previsto, físicamente no te

encuentras frente a mi para poder ab'azarte, empero, tengo

la total certeza que en cualquier parte del bello firmamento

en donde te encuentres compartes este sentimienlo de

felicidad conm¡go. Asi m¡smo, por haber confiado siempre en

mi, por haberme inculcado un espir¡tu compet¡t¡vo de

superación y sobre todo por haberne demostrado con

hechos, que en esia vida que Dios nos concede, debemos

constru¡r, bendecir y no ser ¡ndiferente ante las necesidades

del púimo resallando s¡empre el aspecto humano y social

que te caracterizó a lo largo de tu ex¡stir y que hasta el dia de

hoy y a lo largo de los años, los que te amamos, lo

recordaremos por siempre. Te amo papito, que Dios te tenga

en su gloria y espero ansioso el momento en que nuestras

almas vuelvan a reencontrarse.

L¡cenciada Sandra Gálvez, mi crisol de vida, mi guía

espir¡tual y confidente, a ti mujer luchadora que no te
A MI MADRE:



A MIS HERMANOS:

A MI ABUELITA:

6ii''/_-"f .:l:; sÉr^r ., 'ii

V;; r$
arrodillas ante la adversidad. n¡ te doblegas ante el yugo de\:|"'
ninguna persona, ún¡camente ante D¡os, por tus sabios

consejos, por tus angustias, por tus desvelos, por estar a m¡

lado en los momentos más d¡fíc¡les de m¡ vida, por brindarme

tu amor, cariño y reconfortar m¡ corazón, por atravesar cielo,

mar y tierra arr¡esgando incluso tu propia vida porque a este

tu hijo nunca le falte nada- Eltriunfo obtenido no es un triunfo

aislado a mi persona, es un logro el cual tu madre mía has

obtenido en sangre prop¡a, que Dios te bendiga y te de una

v¡da larga, plena y llena de satisfacciones como esta. Te

amo

Renato y M¡jail Calderón, dos lum¡nar¡as que el Señor me

regaló para alegrar mi v¡da y facilitame mi existenc¡a; a t¡

Renato (m¡ Negro) por recordarme siempre con lu
personalidad la nobleza, candidez y humildad, que en mi

proceder trato de imitar, a ti Mijail (Pipitas) por tu

colaboración, apoyo y entus¡asmo durante cada proyecto que

¡nicio en mi vida; espero mi ejemplo sea de motivación para

ustedes; luchen y esfuércense por alcanzar sus objetivos.

Los Amo.

María Rutilia Cruz García (Mi M¡sh¡ta) por a¡entarme,

apoyarme y br¡ndarme consejos oportunos y demostrarme

que en el corazón hay tanto amor y espacio para cada

persona.

A MI FAMILIA: Por su cariño y por compart¡r esta a¡egría con mi persona.
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AL DECANO Y ESPOSA: Maestro Av¡dán Ortiz por depos¡tar su conf¡anza en m¡

persona y que en el transcurso del tiempo que tengo de

conocerlo me ha permit¡do ser parte de su equipo de trabajo,

lo cual es todo un privilegio; por darme la confianza, cariño,

afecto y llegar hasta el punto de defende¡me y abogar por m¡

persona en situaciones difíciles; a su esposa Licenc¡ada

Paty de Ort¡z por ser tan gent¡|, afect¡va y genercsa al igual

que su esposo. Que nuestro Creador les ilumine y les

conceda de sobre manera sabiduria y los sigan llenando de

éxitos como les ha colmado hasta el presente dia.

A MI NOVIA: Por permit¡rme estar a tu lado, apoyarme en mis proyectos y

darme la d¡cha de conocerte.

A LOS LICENCIADOS: Bonerge Mejía, Em¡lio Gutiérrez cambranes, Héctor

Granados, Luis Efraín Guzmán, Juan Carlos Ponce,

Benjamín Reyes, Erick Santiago, Fernando López, Er¡ck

López, España P¡neta, Juan José Bolaños, Manugl Suc,

Fernando Xolop, Modesto Salazar,.Álvaro Morales; personas

que han s¡do de bend¡c¡ón en mi vida, por todos los bellos

momentos mmpartidos, consejos y apoyo incond¡cional

brindado

A LAS LIGENCIADAS: Edna Rebeca González, Rosario Gil, Azucena Castellanos,

Bertilda Juárez, Eugenia Frati, S¡lvia Castillo, Patricia

Salazar, Karla Cáceres, Alejandra Arddn, Astrid Garcia, Euda

Muñoz; mujeres ejemplares de un valor indeterminable,



AL INGENiERO:

A MIS AMIGOS:

Oscar Argueta, por las bondades, bend¡ciones, apoyo y

car¡ño man¡festado hacia mi persona y mi fam¡lia, tanto en

momentos d¡fíciles como en los momentos de feiicidad, Dios

lo bendiga.

Mar¡elos Prado, Keren Beltethon, Karla Bernai, Karla Lobos,

lngr¡d Céceres, Jeny, Damaris, Leída, Mónica, Deltan¡ra,

Jaqu¡l¡ne Valenzuela, Patricia Marroquín, Kimbery, Jesica,

Paola Pineda, Kevin, Juan Carlos, Eduardo, Juan Dom¡ngo,

Anibal, Rocael, Marcos, Raúl, Pablo, Erick, Diego, Axel,

Cesar Díaz, Guillermo López y Juan Antonio. Eternamente

agradecido por su val¡osa am¡stad, por su apoyo

incond¡cional, por su lealtad y por saber que cuento con

ustedes para emprender cualqu¡er proyecto así como

ustedes cuenlan con su serv¡dor-

La tres veces centenar¡a, glor¡osa, magna, pontífice,

grande dentr"o de las grandes, entrañable y muy amada

Un¡vers¡dad de San Carlos de Guatemala, quien me acog¡ó

en el seno, de la Facultad de Ciencias Juríd¡cas y Sociales,

me tomo en sus manos y me moldeo de tal forma que su

resultado culminó en la profes¡onalizac¡ón de este su h¡jo

sancarl¡sta.

A:



A ifls AMTGOS:

profesionales que han ¡luminado el sendero de m¡

gracias por estar a mi lado.

Marielos Prado, Keren Beltethon, Karla Bernat, Karla Lobos,

lngr¡d Cáceres, Jeny, Damaris, Leída, Món¡ca, Patricia

Marroquín, Kimbery, Jesica, Paola Pineda, Kev¡n, Juan

Cados, Eduardo, Juan Dom¡ngo, Aníbal, Rocael, Victor,

Marcos, Raúl, Pablo, Erick, Diego, Axel, Cesar Díaz,

Guillermo López y Juan Antonio. Eternamente agradecido

por su valiosa amistad, por su apoyo incondic¡onal, por su

lealtad y por saber que cuento con ustedes para emprender

cualqu¡er proyecto así como ustedes cuentan con su

servidor-

La tres veces cenlenaria, gloriosa, magna, pontífice,

grande dentro de las grandes, entrañable y muy amada

Universidad de San Carlos de Guatemala, quien me acogió

en el seno, de la Facultad de Cienc¡as Jurídicas y Sociales,

me tomo en sus manos y me moldeo de tal forma que su

resultado culm¡nó en la profesionalización de este su hüo

san cadista.

A:
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INTRODUCCIÓN

La inquietud de realizar la presente investigación surgió ante la problemát¡ca actual, que

se da cuando el Regisiro Mercantil General de la República, en el momento en que es

planteado un recurso de revocatoria lo rechaza a pesar que no posee la base legal

suficiente para ello, inobservando asÍ lo dispuesto en la ConstitucÍón Políiica de la

República de Guatemala, en cuanto al derecho de defensa.

Con la investigación se logró confirmar la hipóiesis planteada en sus inicios, la cual

afirma la vuJneración dej derecho de defensa de los administrados al inadmitir para su

trámite el recurso adrninistrativo de revocatoria, en contra de Jas resoluciones émiiidas

por el Regisirador Mercantil de la República de Guatemaia. Lo anterior, debido a la

escasez de doctrina legal y jurídica del tema y a ese vacío legal existente en el propio

Código de Comercio de Guatemala en cuanio a la forrna de resolver los recursos de

revocatoria en materia mercantil.

El objetivo de la presente invesiigación ha sido anal¡zar la doctrina registral aplicable en

caso concreto y los criterios en que se fundamenta a ia fecha el Registro l\¡ercantil, al

momento de resolver los recursos de revocatorja planteados por los usuarios y sobre

todo analizar las disposiciones constitucionales vigentes y evidenciar con ello la

vulneración al derecho de los admin¡strados cuando no les es posible redargüir las

decisiones del Registrador l\¡ercantil.

El presente trabajo consta de cinco capítulos desarrollados de la siguiente manera: En

el Capítulo l: cuestiones generales relativas al procedimiento administrativo, su

naturaleza jurídica, y el procedimiento esiablecido en la mayoría de leyes o
reglamentos, especialmente en la Ley de Jo Contencioso Admin¡strativo, como tema

importante; en el Capítulo ll: los recursos administrativos, su procedencia, el

procedimiento de cada uno, y como consecuencja de una resolución desfavorable al

agotarse la vÍa gubernativa, también se abordó el tema relac¡onado al proceso

(i)
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contencioso adrninistrativo como un verdadero proceso de conocimiento, su naturaleza

jurídica y su procedimiento, entre otros; en el Capítulo lll: El derecho de defensa, su

evolución histórica, concepto, características y generalidades; en el Capítulo lV: La

supremacía constitucional, sus generalidades, evolución, definición, inconstitucionalidad

en caso general, aspectos generales, legitimación para plantear la inconstitucionalidad

en caso generai, competencia para conocerla y formas de plantearla i por último, en el

Capítulo V, se reaiizó una comparación entre la Ley de lo Contencioso Adminisirai¡vo y

el Código de Comercio de Guatemala, así mismo, se anallzó lo dispuesto en la

Constitución Política de la República de Guaiemala y en ia Ley del Organisr¡o Judicial

para evidenciar el conflicto de leyes existente en el caso objeto de investrgacrón

Con respecto a la metodología utilizada en la realización de esta tesis, se recurrió al

análisis para comprender la doctrina sustancial referenie al derecho consi¡tucional de

defensa, mientras que a deducción fue la base para comprobar la existencia del

problema que se observa alrededor del trámite del recurso de revocatoria en materia

mercantil, as¡mismo, se apiicaron Ias técnicas de recopilación bibl¡ográfica y documentai

para elaborar el conten¡do ternático.

Finalmente, la temática abordada permitirá prestar más atención a uno de tantos

inconvenienles que se suscitan en el desarroil; de los trámites administraiivos en

maieria mercantil y que por desidÍa de las autoridades competentes, pasa

desapercibido en perjuicio de los administrados en el Registro Mercantil General de la

República; por ende, es necesario exigir reformas a la ley que permitan solucionar las

deficiencias en el procedimiento administrativo en el Registro, en concordancia con los

principios constitucionales. .

(ii)



CAPíTULO I

1. Pro6ed¡m¡ento adm¡nistrativo

l.'1. Definición

Antes de entrar a anal¡zar algunas de las def¡nic¡ones que d¡versos autores nacionales y

extranjeros han elaborado, én relación al concepto del proced¡miento administrativo, es

oportuno, menc¡onar que el mismo t¡ene lugar dentro de la func¡ón administrativa, la

cual está representada, por el conjunto de actos o etapas desarrolladas por la

admin¡stración pública y cuyo objeto, es da¡ cumpl¡miento a los fines para los cuales fue

creado el Esiado, entre los cuales se destaca la realización del bien común, conforme al

mandato legal conten¡do en el Artículo 1 de la Constitución Política de la República de

Guatemala

Para poder construir una defin¡c¡ón del procedimiento administrativo, antes debemos

conocer el s¡gn¡ficado del témino procedimiento, el cual, está representado por una

combinación de actos que se ejecutan para alcanzar un fin delem¡nado.

"Para que exista un verdadero procedim¡ento, se necesita que cada uno de los actos

que se combinan, conserven su individualidad, que exista conexión entre ellos para la

producción de un efecto jurídico y que los m¡smos estén vinculados entre sí de forma
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causal, de modo tal, que cada uno supone al anterior y el últ¡mo, el resultado final que

representa el grupo entero."1

Los procedim¡entos, t¡enen lugar tanto en el ámbito del derecho público, que es el área

que nos ¡nteresa para el presente estudio, como el derecho privado, deb¡do a que en

este últ¡mo ámbito, tamb¡én existen ¡nst¡tutos que pueden llegar a concretarse, luego

que se cumplen una serie de actos necesarios.

Confome a lo expuesto, en el derecho públ¡co,

formación de las leyes, otro para llegar a d¡ctar

administración exprese su voluntad, mediante la

administrat¡vos.

ex¡st¡rá un procedimiento para la

una sentencia y uno para que la

emis¡ón de actos y resoluc¡ones

D¡cho lo anterior, pasamos ahora, a la elaboración y análisis del procedim¡ento

admin¡strativo, el cual tiene como objeto, la formac¡ón de la voluntad administrativas y

que se ha conceptualizado por la doctrina .por diversos autores, dentro de los cuales

destacan las defniciones que a continuac¡ón podemos citar.

El procedimiento adm¡nistrativo, se halla ¡epresentando por un conjunto de actos,

combinados entre sí, que representan el camino que inexorablemente debe trans¡tarse

para llegar al dictado del acto administrativo def nitivo que constituye la élula motor que

permile a la administración pública concretar la satisfacción de ¡as necesidades

colectivas.

l 
Canosa, Armando No. Los Recursos Admin¡strat¡vos. Pág.214

2



De esa cuenia el acto def¡nitivo, permite art¡cular mec¿rnismos de control, y da lugar al

¡n¡c¡o de un nuevo proc€dim¡ento administrativo, en este caso un procedim¡ento de

¡mpugnación de dicho acto, el cual tamb¡én forma parte de la función o act¡v¡dad

adm¡n¡strativa."2

'El procedimiento legal y reglamentario que obserya Ia adm¡nistrac¡ón pública en la

ejecuc¡ón de sus act¡v¡dades y en la producc¡ón de decisiones administrat¡vas útiles,

convenientes y oportunas. Estas decisiones que f¡nal¡zan el procedimiento, por lo

general, resuelven problemas bien y mal estructurados. El procedim¡ento culm¡na con

dec¡s¡ones no programadas."3

"El proced¡m¡ento administrativo puede ser conceptualizado, como la seie de fases o

etapas que comprende un expediente adm¡n¡strativo, que se ejecuten por o ante las

autoridades adm¡n¡strat¡vas o los func¡onarios o empleados públicos, cuya f¡nalidad es

la dec¡s¡ón administrativa."a

"La ser¡e de actos en que se desenvuelu. A 
"A¡u¡¿.¿ 

o frnción administrativa."s

Podemos entonces, deduc¡r de las def¡n¡ciones anteriores, que el procedimiento

adm¡nistrativo, debe concebirse como la serie de aclos que se ver¡f¡can ante la

2 
canosa, ob. Gt; Pág. rt6

3 
Castillo González,lorge Mario. Derecho Procesal Admin¡slrativo Guatemalteco- Pág.6114.

aCalderón 
Morales, Huso H. Derecho Procesal Admin¡strativo. Pág.1

'rbíd.
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admin¡strac¡ón públ¡ca, y que t¡enen como finalidad la emis¡ón de una decisión, cuya

forma legal es la resolución admin¡strativa.

1.2. Características del proced¡miento adm¡nistraüvo

En la práctica, las característ¡cas del procedim¡ento admin¡strativos t¡enen a

confund¡rse o asim¡larse, con los pr¡ncip¡os que r¡gen al mismo, en virtud que dichos

princip¡os, en buena medida identmcan al procedimiento administrat¡vo como tal.

En el presente estud¡o, se ha determ¡nado que uno de los anál¡s¡s más importantes, en

relación al tema que nos ocupa, lo aporta el autor Jorge Mario Cast¡llo González, pa.a

quien el procedimiento administrativo tiene las características s¡guientes:

a) Sencillez. Esta caracterist¡ca ex¡ge un proced¡m¡ento s¡n mayores compl¡caciones,

es dec¡r, desprovisto de exageradas y ostentosas diligenc¡as;

b) Rapidez. Obl¡ga a que el procedim¡ento se conduzca con clar¡dad y pront¡tud, es

decir, que debe concluir lo antes posiblei

c) lnformalidad. Permite que ciertos errores, omisiones y defic¡enc¡as en que incurre

el part¡cular, dentro de un procedim¡ento admin¡strat¡vo, puedan ser corregidas, por

lo cual, elfunc¡onario público debe permitir la subsanación de las m¡smas.
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d) lnic¡ac¡ón de Ofic¡o. Cons¡ste en que Ia administración públ¡ca t¡ene la facultad de

¡n¡ciar por si misma el procedimiento admin¡strativo, pues es su obl¡gación actuar en

defensa de los intereses públicos.

De ¡gual manera, debe atenderse que el hecho que un exped¡ente se pueda ¡n¡ciar de

oficio, no descarta la facultad del particular, a dar impulso al proced¡m¡ento

administrativo, actuando por inic¡ativa prop¡a, en ejerc¡c¡o del derecho de petición,

reconocido por el Artículo 28 de la Constituc¡ón Polít¡ca de la Repúbl¡ca de Guatemala.

e) Prueba Legal. Obliga a que todo documento aportado por el interesado y cualqu¡er

diligencia que se lleve a cabo, constituya un medio probator¡o, a favor o en contra

de la petición o solicitud, de maneE que, el funcionario o empleado debe resolver

basándose en lo aprobado en el exped¡ente.

Escrito, sin descartar la Oralidad. Las etapas del procedimiento administrativo,

desde su inicio hasta final¡zar, son casi en su totalidad escritas; s¡n embarqo, como

afirma el autor Jorge Mario Cast¡llo González, el proced¡miento exclus¡vamente

escr¡to, atenta contra la sencillez, la rapidez y la ¡nformal¡dad, y el em¡nentemente

oral, va contra la segur¡dad del ¡nteresado, por cuanto, no deja constancia del

trámite; y por ello, lo escrito y oral, deben combinarse convenientemente.

g) El procedimiento culmina con una resolución definitiva. Ex¡ge que el procedimiento

f¡nalice aldictarse una decisión definitiva, la cuai contiene y representa la voluntad de
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la organización pública y se hace efectiva, a pariir del momento en que se comunica vv

al interesado, por medio de la notificación o la publicac¡ón, si fuere el caso.

h) La resolución está sujeta a impugnación. Esta últ¡ma característica, obl¡ga a dar

trámite a la impugnación planteada por el particular, en contra de la decisión de la

administración, impugnación que tiene lugar, rnediante la interposición de los

recursos administrativos.

1.3. Pr¡nc¡p¡os doctr¡nar¡os que r¡gen el procedimiento administrativo

1.3.'1. Principio de legalidad, jur¡dicidad y just¡c¡a

El principal objetivo del procedimiento administrativo, es garantizar la debida protección

al administrado, que solicita la emisión de una decisión administrativa o la impugna.

Los principios de juridicidad y legalidad, rigen en forma absoluta al derecho

adm¡nistrativo y también al procedimienio administrativo, y en virtud de ellos, la

autoridad pública, está obligada a resolver en estricta aplicación de ia ley, pero sin

olvjdar que su objeto primordial, es la búsqueda de la justicia, la seguridad, la paz, el

desarrollo y el bi-an común de los habitantes, que constituyen finalidades máximas del

Estado

Para que el procedimienio administrativo, cumpla con garantizat la protección del

administrado, se hace necesario, que además de aplicar las normas juridicas conforme

a los principios que se analiza, se fiscalice estrictamente el aciuar de la administración
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públ¡ca, y se reduzcan a¡ mínimo, los efectos de la arb¡trariedad, con lo cual pue¿et 'l

alcanzarce la seguridad jurídica de los administrados, en las resoluc¡ones o actos que

se emiten.

1.3,2. Pr¡nc¡pio de seguimiento de oficio

Exige, que el funcionario públ¡co, asuma la responsab¡l¡dad de dirigir el procedimienlo

adm¡nistrat¡vo, y ordene la práctica de cuanta diligenc¡a se cons¡dere conveniente, para

emit¡r resoluc¡ón def¡nitiva, por lo cual, la adm¡nistración, no debe ser rogada dentro de

sus procedimientos, sino por el contrario, debe agilizar, desarrollar, dinamizar y vigilar

que los expedientes iniciados, f¡nal¡cen sin que para ello resulte necesario actuar como

en un proceso civ¡|, en el que son las partes quienes están obligadas a promover el

trámite del m¡smo.

La administración pública y sus órganos, tienen la obligación y responsabilidad de d¡r¡gir

el procedim¡ento admin¡strativo, en cada una de sus etapas y hasta que se em¡ta la

resoluc¡ón final, independ¡entemente, que se ¡nicie de oficio o a petición de persona

¡nteresada.

1.3.3. Principio de ¡nformalidad

El procedimiento adm¡nistrativo no debe sujetarse a formalismos, salvo en casos

espec¡ales, en que se requ¡era algún tipo de exigencia, en relación al cumplimiento de

requ¡sitos de carácter esencial.



En iai sentido, los errores, las deficiencias y lo que falte al iniciarse

adminisirativo, se harán saber al pariicular, desde el inicio del trámite,

que se efectúen las coffecc¡ones, compleien requisitos y se aporten

necesarios

,l, ,._'.

el procedimiento'-

con el propósiio

los documentos

El principio que se analiza, manda que el funcionario público se abstenga a calificar,

con criterio estriciamenie juríd¡co, las peticiones que dirigen los particulares, y que se

admiian para su trámite las mjsmas, sÍn que sea indispensable, el incluir cita de leyes

en los memoriales respectivos; también, faculta al órgano administrativo que conoce, a

buscar la intención de los interesados, sin atenerse a la letra mueria de los escritos, a

corregir errores formales evidentes que se hayan cometido, y a brindar la oportunidad

para que se cumplan posteriormenie, los requisitos omitidos al iniciar el expediente.

1.3.4. Pr¡nc¡pio del derecho de defensa

Constituye una norrna general y obligatoria para la administración pública y consiste en

que, el administrador antes de dictar una decisjón, resolución o acto administrativo,

debe dar la oportunidad aJ particular que se defienda, principalmente si se trata de una

sanción por violación a las normas y reglamentos administrativos.

Conforme al principio de defensa, los órganos administrativos, tienen la obligación de

informar al particular, de la existencia de un procedimiento iniciado en su contra, y en

consecuencia, otorgarle la posibilidad de enierarse del conienido y los motivos del

mismo, para que pueda presentar las pruebas que considere necesafias, a efecio de

a



desv¡rtuar lo que la ádministración dice, y en su momento oportuno, ut¡lizar los medios

de ¡mpugnac¡ón regulados en el ordenamiento .iuríd¡co, en contra de lo resuelto por la

adm¡n¡stración pública.

1.3.5. Princip¡o de ¡mparcialidad

En las dec¡siones administrat¡vas que causen perju¡c¡o al interesado, no deben

intervenir autoridades que tengan intereses contrapuestos a los del particular.

La imparcialidad, obliga al funcionario o empleado público, a basar sus decis¡ones en la

¡gualdad de oportunidades.

1.3.6. Princ¡p¡o del proced¡miento escrito

El procedim¡ento administrativo, es em¡nentemente escr¡to, y todas su actuaciones

pruebas, ¡nspecciones y dil¡gencias, deben quedar plasmadas en forma documental,

dentro del mismo, aunque en casos excepcionales, algunas actuaciones pueden

practicarse en forma oral.

1.3.7. Pr¡nc¡pio de procedimiento sin costas

Cuando en un proced¡miento admin¡strat¡vo se d¡cta la resoluc¡ón f¡nal, no hay un

pronunc¡amiento de condena en costas al adm¡nistrado, que lo obl¡gue a asumir los

gastos que le han generado a la adm¡n¡stración pública, el trámite del procedim¡ento



adm¡n¡st¡at¡vo; la razón, es que por mandato legal d¡cho proced¡m¡ento debe

gratuito.

1.3.8, Pr¡nc¡pio de sencillez, rapidez, economía y eficac¡a

Tiene mmo propós¡to, que la administración moderna no burocratice los expedientes,

por lo que en el caso que se hayan cumpl¡do los requ¡s¡tos y se han verificado las

dist¡ntas etapas del procedim¡ento administrat¡vo, Ia consecuencia es que deberá

resolverse conforme a lo que la ley establezca.

El pr¡ncipio que nos ocupa, recoge el ¡deal de la administración moderna y tecnificada,

que se opone al procedimiento burocrát¡co, manual, lento, complicado y cargado de

excesiva cantidad de traslados de los exped¡entes administrativos. La senc¡llez,

s¡gnifica simple, fácily sin complicaciones.

Por su parte, la rapidez, expresa velocidad en los trámites, que pueden llevarse a cabo

sin esperar el vencimiento de los térm¡nos. La economía, impone la obl¡gación, de

evilar pérd¡da de tiempo que aumenta los costos y los gastos; y Ia ef¡cac¡a, enuncia la

obtención de un resultado buscado.

1.4. Principios legales que r¡gen el proced¡miento admin¡strativo

La legislac¡ón guatemalteca, congruente con la doctrina, ha reconoc¡do legalmente la

existencia de aquellos pr¡nc¡p¡os que se cons¡derarcn por el legislador como de

10
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observancia ¡nd¡spensable para el trám¡te de los procedim¡entos adm¡n¡strativos en la

República de Guatemala, y por tal motivo, dichos princ¡p¡os quedaron plasmados en el

Artículo 2 del Decreto Número 119-96 del Congreso de la República de Guatemala, Ley

de lo Conténc¡oso Adm¡nistrativo, que establece:

Articulo 2. Princip¡os. Los expedientes adm¡n¡strativos deberán ¡mpulsarse de of¡cio, se

formalizarán por escrito, observándose el derecho de defensa y asegurando la

celeridad, sencillez y eficacia del trámite. La actuac¡ón admin¡strativa será gratu¡ta.

De confom¡dad con la norma legal antes c¡tada, los principios legales que rigen el

proced¡miento adm¡nistrat¡vo en Guatemala son los siguientes:

a) Principio de lmpulso de Oficio;

b) Pr¡nc¡pio de Escritura;

c) Principio del Derecho de Defensa

d) Princip¡o de Celeridad;

e) Pr¡nc¡p¡o de Sencillez y Efcacia del Trám¡te;

Pr¡nc¡p¡o del Procedim¡ento s¡n Costas y de Actuac¡ón Gratu¡ta.

1.5. Trámitédélprocedimientoadministrativo

A manera puramente ¡lustrat¡va, y como antecedente ¡nmediato a la intepos¡c¡ón de los

recursos o med¡os de impugnación a continuac¡ón, nos perm¡timos inclu¡r el trámite

bás¡co del procedimiento adm¡n¡strativo, conforme a la Ley de lo Contencioso

Admin¡strat¡vo, Decreto Número 'l l9-96 del Congreso de la República.

11



1.5.1. lnicio del expediente

a) De of¡cio. En este caso, es la administración pública, qu¡en por iniciativa prop¡a y

sin que ex¡sta petición de un particular, inicia la formación de un procedimiento

admin¡strativo, Io que en la práctica, sucede cuando se dan ¡nfracciones a

dispos¡c¡ones, leyes o reglamentos, que son susceptibles de ser sanc¡onadas por

algún órgano de la administración pública, mediante la ¡mposición de multa o alguna

restr¡cción; como ejemplo pueden citarse las infracciones ¡mpuestas por las

municipalidades, por falta de l¡cencia para la construcción urbana.

b) A pet¡c¡ón del interesado. Acá, es una persona interesada quien en ejercicio del

derecho de petición reconocido por el Artículo 28 de la Constitución Política de la

Repúbl¡ca de Guatemala y por el Artículo 1 de la Ley de lo Contencioso

Adm¡nistrativo, sol¡cita a la adm¡n¡strac¡ón pública que resuelva conforme a la ley,

una solitud que le formula.

A su vez, el in¡cio del expediente por petición del interesado puede ser ¡nic¡ado:

b.1.) Por escr¡to. Med¡ante memoriales, simples solicitudes o formular¡os que se

presentan o llenan ante la administración públ¡ca, para que con base en ellos, se

inicie la formación del expediente adm¡nistrativo. Por ejemplo, la sol¡citud de

inscr¡pc¡ón de una Sociedad en el Régistro Mercantil.
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b.2.) Por petic¡ón verbal. Cuando la sol¡c¡tud, se formula en forma oral, y con ella se

pone en marcha el procedimiento administrat¡vo, por ejemplo, las sol¡citudes de

certif¡caciones en el Registro Mercant¡|, despliegues electrón¡cos en el Registro

General de la Prop¡edad, y la solic¡tud de agil¡zación de los procedimientos

admin¡strat¡vos, en las cuales, el interesado en forma verbal, se dirige a la

adm¡n¡stración públ¡ca y formula su pet¡ción, o le da seguim¡ento a una ya ¡n¡c¡ada.

c) Por denunc¡a- Aquí, es un part¡cular qu¡en presenta una acusación en contra de

una persona determ¡nada, a qu¡en le atribuye, la infracción o violac¡ón de leyes o

reglamentos, o denuncia que d¡cha persona pud¡era esiar causando algún daño que

afecta el ¡nterés público; el particular, no necesariamente actúa en defensa de sus

intereses, pues podría incluso, estaÍ actuando en defensa de los propios intereses

del Estado

Como ejemplo, podríamos menc¡onar las denuncias por infracc¡ones a disposiciones en

materia de salud y asistenc¡a soc¡al, en las cuales, se contiere acc¡ón pública para

presentar las mismas.

d) Por impugnación de una resoluc¡ón administrativa. Tiene lugar, cuando ya existe

una resoluc¡ón o acto administrat¡vo, que afecta los derechos e intereses de los

particulares, y el afectado se opone a lo resuelto por la administrac¡ón públ¡ca,

mediante la interposición de los recursos adm¡nistrativos regulados en la ley.

13



Cabe mencionar, que la interposición de un recurso adminisiraiivo, da impulso a la

conformac¡ón de un nuevo procedimiento, el cual tendrá por objeto, la revisión de lá

juridicidad de lo actuado por la autoridad administraiiva, que emitió la decisión que se

impugna, y esio genera la apertura de un nuevo expedienie, en el que se llevarán a

cabo, las d¡ligencias necesarias que ordene la normativa aplicable, antes de dictar la

resolución de fondo que decide en forma defrnitiva el asunio en la vÍa adrninistraiiva.

1.5.2. Resolución de trámite

De conformidad con el Artículo 1 de la Ley de lo Contencioso Administrativo, el órgano

administrativo al darle trámite a una petición, deberá señalar iodas las diligencias que

se realizarán para la formación del expedienle.

Lo anterior, significa que la resolución de trámite, se dicta al momento de iniciarse el

procedimiento administrativo y en ella además de dar impulso a la conformación del

nuevo expediente, se deben señalar todas las diligencias que se llevarán a cabo, antes

de emitir la resolución, que resuelva la petición formulada o en su caso, el expediente

iniciado de oficio o por denuncia.

En relación a io indicado anteriormente, el autor Hugo Calderón, es del criterio que no

en todos ios expedienies. se decreta el trámite, pues en muchos casos, después de la

petición se dicta inmedjaiamente la resolución de fondo, y en tal sentido, dicho autor

estima que el decreto de trámite se da normalmente dentro aquellos expedientes que

14
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hechos,incluyen muchas etapas y en los cuales se establecen

antes de dictar la resolución de fondo.

la reallzación de varios

1.5.3. Práctica de las d¡l¡gencias ordenadas

En esta fase, es donde se la act¡vidad admin¡strat¡va en pleno, pues en ella las

diferentes dependencias admin¡strat¡vas que conforman un órgano de la adm¡nistración

pública, ante quien se formuló la petición o que in¡c¡ó por si mismo el expediente,

procedan a colaborar con la incoporación de los med¡os de prueba, la realización de

inspecciones oculares, la elaborac¡ón de informes, la toma de declaraciones, la práctica

de expertajes, la incorporación de documentos, el diligenciamiento de medios

científ¡cos, la emisión de dictámenes jur¡d¡cos o técnicos necesarios, y en fn, todas

aquellas diligencias de gran importancia para que la autoridad que debe¡á decidir el

asunto, pueda emit¡r una resoluc¡ón de fondo deb¡damente apegada a la ley.

En v¡rtud de la ¡mportanc¡a de las dil¡gencias antes ¡nd¡cadas, ésta es una fase

primord¡al del procedim¡ento administrativo, dado que es con base en d¡chas d¡ligencias,

que el órgano a cargo, procede a emitir la resoluc¡ón finalque decide la petición o en su

caso, e¡ expediente ¡nic¡ado de oficio o por denuncia.

1.5.4. Análisis de la evidencia o ¡nfo¡mación recabada

Previamente, a que la adm¡nistración pueda em¡tir una decisión de fondo, debe

proceder a analizar todas y cada una de las fases practicadas, y en forma especial, las
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pruebas recabadas, de modo que en su oportun¡dad, pueda emitir una resoluc¡ón

apegada a la ley, que además sea justa, y congruente con los principios de legal¡dad y

iuridicidad, que r¡gen la actuac¡ón de los órganos públicos y tamb¡én el procedimiento

adm¡n¡strativo.

1.5.5. Resolución del procedimiento administrativo

Debe lenerse presente que 'todo el proced¡miento adm¡nisirativo se or¡enta a la

adopc¡ón de una última declaración de votuntad de carácter unilateral." 6

La resolución de fondo u originaria, const¡tuye la final¡dad del procedimiento

administrativo, y representa la manifestac¡ón de la voluntad del órgano públ¡co,

plasmada en un documento, decisión que desde el momento en que se encuentra

debidamente not¡f¡cada, produce los efectos juríd¡cos a favor o en perju¡c¡o de un

adm¡nistrado y le faculta a d¡rigir contra la misma los recursos que légalmente procedan.

La dec¡sión que agota el procedim¡ento, conforme al Artículo 4

Contencioso Administrativo, debe estar razonada, atender al fondo

redactada con claridad y precis¡ón.

de

del

la Ley de lo

asunto y ser

Nótese, que él legislador, ha ven¡do a exigir la mot¡vación de la dec¡s¡ón, y que la misma

puede ser ampl¡a o sucinta, pero en cualquier forma ha de ser suficiente, para que se

puedan conocer los motivos que llevaron a Ia administración pública, a decidir en la

6 
Ballbé Manuel, Marta Franch, Manualde Derecho Adm¡nistrat¡vo. Pág.222
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forma plasmada en la resoluc¡ón, y que el interesado pueda determinar, no sólo el

criterio ut¡lizado, s¡no pr¡nc¡palmente las leyes aplicadas, pues con ello se perm¡te

desenmascarar un pos¡ble vicio de desviación de poder y además s¡rve a la prop¡a

administración, ya que facilita a los órganos subalternos la aplicación correcta de la ley

en casos sim¡lárés

No obstante, resulta ev¡denle, que el fin del procedimiento adm¡nistrativo es la

resolución f¡nal , en v¡rtud que es d¡cha resolución, la que genera efectos declarativos o

constitut¡vos a favor o en contra de los adm¡nistrados, a continuación procedemos a

ana¡¡zar más profundamente la naturaleza y clasificación de las resoluc¡ones

adm¡n¡strativas, conforme a la legislación guatemalteca, y específicamente, de

conformidad con lo dispuesto por la Ley de lo Contencioso Administrativo, Decreto

Número 119-96 del Congreso de la República.

1.6, Las regoluc¡ones administrativas

1.6.1. Oefinición

Manuel Osor¡o y Flor¡t en su d¡cc¡onar¡o de c¡enc¡as jurídicas y sociales, al hablar de las

resoluciones en términos generales, manifiesta que la resolución, es la acc¡ón o efecto

de resolver un conflicto o lit¡gio, es dec¡r que a través de ella, se alcanza la solución de

un problema, s¡endo un fallo, auto o providencia, con firmeza de autor¡dad jud¡cial o

adm¡nistrativa.

11



ZG;;:\/,.:a¡r\;..
/:"o-?:'.
fi: '+¡ !í
\¿ 

"-É\r,'9
"Es el acto administrativo, que contiene una decisión de la autoridad gubemat¡va,

después de haber agotado todas las diligencias del procedimiento admin¡strativo. Es

por medio de la cual, la admin¡stración se pronuncia sobre la pet¡c¡ón o impugnación

planteada. Es decir, por med¡o de la resoluc¡ón, la administrac¡ón públ¡ca declara su

voluntad sobre e¡ fondo del asunlo't

La resolución administrativa, es la foma legal que adopia la decisión adm¡nislrat¡va,

cont¡ene efectos juríd¡cos para los sujetos interesados, y tal como se pretende

demostrar en el presente estud¡o, solamente cuando d¡cha resolución es definitiva o de

fondo, puede considerarse que afecta o lesiona, los derechos e intereses de los

particulares, lo cual, la hace suscept¡ble de impugnac¡ón, mediante los recursos

administrativos regulados en la Ley de lo Contenc¡oso Administrat¡vo.

1.6.2. Caracteísticas

Legalmente, las resoluciones que se d¡ctan por la administración pública, deben cumpl¡r

con las característ¡cas impuestas por el Artículo 3 de la Ley de lo Contencioso

Admin¡strat¡vo, las cuales se describen a mntinuación.

a) Deben ser emitidas por autoridad competente;

b) Deben ¡nclu¡r la c¡ta de las normas legales, const¡tucionales, ord¡narias o

reglamentarias en que se fundamenten;

Tsequen 
Jocop, Oscar €milÍo, Análisis y esquematízació¡ de los Recursos AdmÍnhtrativos en fa tegisfac¡ón

Guatemaheca. Pás.41
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Está proh¡b¡do legalmente, tomar como resolución, un d¡ctamen em¡t¡do por un

órgano de asesoria técnica o legal;

d) Deben ser notif¡cadas a todos los ¡nteresados, para que el trám¡te del

proced¡m¡ento administrativo pueda cont¡nuar.

1.6-3. Clases de resoluciones admin¡strativas

Las resoluc¡ones adm¡nistrativas, de conformidad con el Artículo 4 de la Ley de lo

Contencioso Admin¡strativo, se clasifican en prov¡dencias de trám¡te y resoluciones de

fondo; regulando dicha norma, que las resoluciones de fondo serán razonadas,

atenderán al fondo del asunto y serán redactadas con claridad y precisión.

Precisamente en este punto, se hace necesar¡o establecer la diferencia entre las

providenc¡as de trám¡te y las resoluciones de fondo, no sólo en cuanto a su naturaleza,

sino principalmente, a los efectos que las m¡smas pueden producir dentro del

procedim¡ento admin¡stral¡vo.

Luego de consultaÍ a varios autores, se ha determinado que no ex¡ste un análisis

profundo sobre las clases de resoluciones que se d¡ctan en el procedimiento

adm¡n¡strativo, por el contrario, el autor Jorge Mado Castillo González, afirma que no se

debe hablar de clases de resoluc¡ones, cuando la que se dicta el f¡nal del trámite

adm¡n¡strat¡vo, es solamente una.

19
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El mismo autot últ¡mamente c¡tado, expresa que, para dictar la resolución se emiten

órdenes de trabajo orales o escr¡tas, lo cual nos lleva a afirmar que dichas órdenes, o

diligencias previas, no hacen más que preparar el expediente, para que pueda d¡ctarse

la resolución de fondo.

La falta de ahondam¡ento en la distinción entre las providenc¡as de trám¡te y las

resoluciones de fondo, de una regulación más estricta en cuanto a la naturaleza de

dichas resoluciones y de la posibil¡dad de su impugnac¡ón, ha provocado que sea la

Honorable Corte de Const¡tucional¡dad, quien mediante la interpretación de las normas

constitucionales y ord¡nar¡as, aplicadas a casos concretos, haya elaborado un concepto

bien def¡nido de lo que debe entenderse por cada una, el cual nos permite incluir,

dejando a salvo que más adelante, el m¡smo será de utilidad.

a) Providencias de Trám¡te

La Honorable corte de Const¡tucionalidad, ha cons¡derado, que las providencias de

trámite, son aquellas resoluc¡ones que ¡mpulsan el proceso y lo van conduc¡endo a la

decisión que resolverá en defin¡t¡va el asunto en cuest¡ón; en ese sentido las

prov¡denc¡as, son aquellas que adm¡ten a trámite una petición, que fian plazo para

subsanar, def¡ciencias, que confieren aud¡encias a las partes dentro del trám¡te de un

recurso, las que remiten el exped¡ente a otra dependencia del Estado; en fin, todas

aquellas que están resolviendo incidenc¡as prop¡as del proceso, pero que todav¡a no se

refieren a las denegatoria o a Ia estimatoria de Ia petición, de la denuncia o del recurso,

en otras palabras, son aquellas que no ponen fin al proceso.
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Se definen por la Corte de Const¡tuciona¡idad, como aquellas que con efectos

constitutivos o declarativos, resuelven todas las cuestiones administrativas que vinculan

al adm¡n¡strado, y déciden en def¡nit¡va, las pretens¡ones y los medios de ¡mpugnac¡ón

interpuestos.
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2. El recurso adm¡n¡strativo de revocatoria

Medios de impugnac¡ón de las resoluc¡ones adm¡n¡strativas

Noiificada una resolución administraiiva y en caso de considerarse, que la misma ha

sido dictada prescindiendo de las formalidades y trámites esiablecidos por el

ordenamiento jurídico aplicable, surge a favor del afectado, el derecho de impugnar tal

decisión ante el propio órgano que emitió la decisión, lo cual se hace a través de los

recursos administrativos.

El vocablo recurso, es utilizado como sinónimo de impugnación y proviene dei latín

"recursud' , que significa acción y efecto de recufiir, vuelia y retorno de una cosa al lugar

de donde salió.

A los rned¡os de impugnación, se les denomlna también recursos adrninistrativos,

impugnaciones, medios de defensa, derecho de revisión administrativa, e incluso,

algunos autores les denominan peticiones de revisión, esto último, part¡endo del hecho

que los recursos administrativos, son meras peticiones cuya finalidad es que la

administración pública revise su actuación y tenga la pos¡bilidad de revocar, modificar o

confirmar sus propios actos o resoluciones administralivas.

)3



Los medios de ¡mpugnación de las decis¡ones administrativas, están representados,

todos aquellos recursos que los particulares tienen a su alcance, para oponerse a

resoluciones em¡tidas por la administración pública.

por

las

Todo adm¡nistrado, tiene el derecho a reclamar que se apliquen los princ¡p¡os de

legalidad y la juridicidad en las resoluc¡ones que se d¡ctan por los órganos

administrativos, y por tal mot¡vo, el med¡o para proteger a los part¡culares, contra la

pos¡ble violación a sus derechos y en su caso provocar la restituc¡ón de los m¡smos, lo

constituye el recurso administrativo.

2.2. Definición

"El recurso adrninistrativo, es una pretens¡ón deducida ante un órgano admin¡strativo

por qu¡en está leg¡timado para ello, con el fin de obtener la revocac¡ón, sustitución o

modif¡cación de un acto adm¡nistrat¡vo, dictado por ese m¡smo órgano o por el infer¡or

jerárquico-"8

"El recurso admin¡strat¡vo, es el med¡o

adm¡nistrativa, por algún mot¡vo de forma o

corr¡ja o se elimine en algún sentido." e

3 
D¡ez, ManuelMaría, Derecho Adm¡n¡strat¡vo. Pág.298.

e 
Castitlo, Ob.Cit.PáA.707.

para formular objeciones a la dec¡sión

de fondo que el ¡nleresado solicita que se

24



-:.
lt:*'-"'""(:; *^ e'

\i
"Esta acción, consistente en expresar informidad que se encamina a provocar un nuexq.:j!:

examen de la cuestión plateada en la solicitud ¡n¡ciadora del proced¡miento, con la

finalidad de obtener una nueva decisión dist¡nta de aquella que se estimó gravosa a los

intereses de quien la ha expresado.'10

De las def¡n¡ciones anteriores se puede concluir, que los recursos admin¡strativos, son

aquellos medios de ¡mpugnación que utiliza el admin¡strado, para oponeBe a las

resoluc¡ones de la adm¡n¡stración pública y que tienen como objet¡vo, que se revoque,

modifique o se deje sin efecto las mismas. La impugnac¡ón de las dec¡s¡ones

adm¡n¡strativas, surge de¡ ejercic¡o del derecho de defensa del particular que se

considera afectado en sus ¡ntereses, por un acto administrat¡vo determinado, y que

busca mediante la ¡nterposición del recurso, demostrar la ilegalidad de la dec¡s¡ón.

De acuerdo a la legislación guatemalteca, la resoluclón de un recurso, pone f¡n a la via

adminisfrativa, raz6n por la cual, de confirmarse el acto o dec¡s¡ón impugnado, al

interesado no le queda otra vía, que acc¡onar una nueva revisión a través de los

órganos jurisd¡cc¡onales, mediante un proceso contencioso adm¡n¡strat¡vo-

2.3. Características de los recu¡sos adm¡nistrativos

a) Debe existir una resolución adm¡n¡strativa. La resoluc¡ón adm¡nistrativa,

constituye la base de la impugnación, por lo cual, para que proceda un recurso

administrativo, es necesar¡o que exista una decisión que produzca efectos

'o gu¡4 o¡.c¡t.pug.zzz
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juríd¡cos y que afecte los derechos e ¡ntereses de un particu¡ar adm¡n¡strado, si

ésta no ex¡ste, no hay recurso que interponer.

b) La resolución ha de afectar al particular. Es una cond¡c¡ón necesaria, pues serla

ilóg¡co que un administrado, sol¡citar la revisión o modif¡cación de un acto que la

beneficia.

c) El recurso debe estar regulado en la ley. Es necesario, que la ley regule el

recurso admin¡strativo a intérponer contra una resolución admin¡strativa.

d) La autoridad ante la que se ¡nterpone.

pues con la interpos¡c¡ón del recurso,

pública, la oportunidad de corregir un

decisión impugnada.

Será s¡empre de carácter admin¡strat¡vo

se estará brindando a la administrac¡ón

posible enor de apreciación al emit¡r la

e) Un plazo para interponerlo. Los recursos adm¡nistrat¡vos no se tramitan de of¡c¡o,

por el contrario, la ley señala el plazo de que dispone el particular, para presentar

su impugnación, pasado el cual, la decisión causa firmeza y se vuelve

obligator¡a, según el A.tículo 7 de la lo Contencioso Administrativo, el plazo para

hacer uso de los recursos de revocator¡a y de repos¡ción, es de c¡nco días.

f) Cumpl¡m¡ento de requ¡sitos. Están establecidos en la ley o los reglamentos, y en

el caso particular de la República de Guatemala, los requisitos para la

26
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interpos¡ción de los recursos de revocatoria y de repos¡ción, están regulados

elArtículo 11 de la Ley de Io Contencioso Administrat¡vo.

en

g) Proced¡miento preestablec¡do. Todo recurso adm¡n¡strat¡vo, necesariamente

debe tener regulado un procedimiento para que sea conocido y resuelto, mismo

en el que deberán estar ¡nclu¡dos, los térm¡nos para que las personas

interesadas sean escuchadas, las dil¡genc¡as a practicarse, y el plazo para em¡t¡r

la resolución de! recurso.

h) Obligac¡ón legal de resolver. La ley impone al órgano administrativo, el deber

jurídico de revisar la resolución emitida y la totalidad de lo actuado, y luego de

d¡cho examen deberá revocar, modif¡car o conf¡rmar la dec¡sión impugnada.

2.4. Elementos

Los elementos de mayor importancia que deben estar presentes en un recurso

admin¡strativo, son los sigu¡entes:

2.4.1. La resolución que afecta los derechos del administrado

Para que exista la oportun¡dad de p¡antear un recurso, necesariamente debé existir una

resolución administrat¡va, sin embargo, conforme a distintos autores consultados, no

cualqu¡er decisión es susceptible de impugnación, sino únicamenté, aquellas que t¡enen

27



carácter defnitivo, que han sido debidamente notificadas, y que ponen f¡n a un

determ¡nado

Conforme a lo anterior, el autor Jorge Mario Castillo González, considera, que la

resolución adm¡n¡strativa es la ún¡ca dec¡s¡ón ¡mpugnable por medio de los récursos, y

que por lo tanlo, las providencias, dictámenes, reclamos y requer¡mientos quedan

excluidos de la impugnación.

S¡n embargo, cuando no se emite la resoluc¡ón administrativa, a pesar de exist¡r una

petición formulada o un expediente en trám¡te, surge como consecuencia, Ia figura

.iuríd¡ca denominada s¡lenc¡o admin¡strat¡vo, por el cual la admin¡stración pública, no

obstante, está en pos¡c¡ón de decidir un asunto, omite dictar la resoluc¡ón que

corresponde, dejando transcurrir el plazo que la ley la impone para el efeclo.

En este caso, en virtud que no procede el ¡ecurso adm¡nistrativo, pues no hay que

resoluc¡ón impugnar, el ¡nteresado podría esperar a que la misma se d¡cte, o interponer

una acc¡ón de amparo con fundamente en Artículo 10 literal f) de la Ley de Amparo,

Exh¡b¡c¡ón Personal y de Const¡tucional¡dad.

2.4.2. La autoridad u órgano administrativo competente

Otro elemento necesar¡o para la procedencia de un recurso admin¡strativo, lo const¡tuye

la auto¡¡dad impugnada o recurrida.

2A



Para que pueda plantearse un med¡o de impugnación, debe existir una institución,

autor¡dad u órgano adm¡n¡strat¡vo, con competenc¡a legal, que haya emit¡do una

decisión que produzca efectos juríd¡cos contra un particular.

2.4.3. El particular

Las resoluciones adm¡n¡strativas, necesadamente se dictan frente a las personas

ind¡viduales o jurídicas, pues todo acto o dec¡s¡ón adm¡n¡strat¡va afecta en forrna

favorable o desfavorable a los adm¡n¡strados.

En el ámbito del derecho admin¡slralivo, cuando se sol¡c¡ta la actuación de la

adm¡n¡stración, se busca que ella otorgue algo, y por tal razón, cuando se resuelve en

forma contrar¡a a los derechos e intereses de qu¡en formuló la pet¡ción, el afectado tiene

¡a facuftad de hacer uso de los recursos adm¡nistrat¡vos o medios de impugnación, para

ped¡r la revis¡ón de lo resuelto y en su caso que la decis¡ón sea revocada o modif¡cada,

y se dicta la que proceda conforme a la ley.

Lo mismo sucede cuando el procedimiento administrativo ha sido ¡n¡c¡ado de oficio por

la admin¡stración pública, pues en su momento oportuno, se d¡ctará una resolución de

fondo, que provocará efectos declarativos o constitut¡vos frente a uno o más

particulares, quienes de considerarse afectados en sus derechos. tendrán la

oportun¡dad de impugnar la dec¡sión adm¡nistrativa.
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2.5. Clases de recursos adm¡nistrat¡vos

En la actualidad, con motivo de la unificación de los recursos en la Ley de lo

Contencioso Administraiivo, las resoluciones emitidas por la administración pública

centralizada, descentralizada y autónoma, se encueniran someiidas por regla general,

salvo aigunas excepciones, a dos recursos administrativos, siendo estos, los de

revocatoria y de reposición

Sin embargo, docirinariamente existen diversas clasificaciones de los recursos

administrativos, por lo cual nos referimos a las que consideramos rnás importanies,

colocándose en primer término la clasiflcación que hace el tratadista Gabino Fraga,

para quien los med¡os de ¡mpugnac¡ón son los siguientes:

a) Recurso de Revocatoria o Reconsideración Administrativa; y

b) Recurso de Revisión Jerárquica, los cuales procederán, según se haga valer

ante la misma autoridad que dictó el acto recurrido, o ante la superior.

Enrique Sayaguez Lazo, indica en su obra Tratado de Derecho Administrativo, que los

recursos administrativos se clasifican en la forma siguienie:

a) Recurso de reposic¡ón, que se plantea anie el mismo órgano que dictó la

resolución.
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b) Recurso jerárquico, por el cual se acude al órgano jerárqu¡co inmediato

superior de aquel que emitió la dec¡sión a impugnarse.

c) El recurso de alzada, que se hace valer ante un órgano no jerárquico, que

actúa en función de contralor administrativo.

d) Recurso de queja que se interpone, cuando el de alzada es denegado.

García Oviedo, considera, que la f¡scalización adm¡nistrativa puede efectuarse por la

prop¡a autoridad que adoptó la resolución, o por la jerárquica superior, la pr¡mera, se

produce en v¡rtud del recurso de reposición, por el cual, el particular agraviado solicita a

Ia prop¡a autoddad que deje s¡n efecto la dec¡s¡ón que ella misma emitió; y la segunda,

que se ejercita en virtud del recurso jerárquico o de alzada, basado en el princ¡pio de Ia

jerarquía adm¡n¡strativa, y por el cual a instancia part¡cular, la autor¡dad super¡or

conf¡rma, mod¡fica o revoca la resolución recurrida.

Además de las anteriores, existen otras clasificaciones ¡mportantes, como la que nos

proporciona J.R. Podeti, citado por Manuel Osorio y Florit, en la cual se divide a los

recursos de la s¡gu¡ente manera:

a) Recursos ordinarios

Se interpone ante el tribunal o autoridad, con el objeto de reparar omisiones, errores o

vicios de proced¡miento y constituyen trámites comunes o medios de ¡mpugnación
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normales, abarcando a los recursos de la aclaración, revocator¡a, apelación, nulidad y la

queja.

b) Recursosextraordinar¡os

Se promueven en forma excepcional y con carácter restrict¡vo, ante el tribunal u

órgano superior de aquel que dictó la resolución impugnada, y generalmente su

propós¡to, es asegurar la aplicac¡ón de la constitución y las leyes, encontrándose dentro

de este tipo de med¡os de impugnación a los recursos de inconstitucional¡dad, casación,

y de rev¡sión.

En Guatemala, la intención del legislador al emitir ¡a Ley de lo Contencioso

Adm¡nistrativo, era que las resoluciones de todos los órganos de Ia administración

pública, se rig¡eran por los recursos de revocatoria y de reposición; s¡n embargo, por

motivos que más adelante se analizan, tal propós¡to no se alcanzó y hasta la fecha no

se ha logrado la unificación absoluta de los recursos admin¡strativos.

2.6, El recurso de revocatofia

2.6.1. Oefin¡c¡ón

Constituye un med¡o de ¡mpugnación adm¡n¡strativo, que doctrinar¡amente se conoce

con el nombre de recurso jerárquico, es propio de la adm¡nistración central¡zada y se

¡nterpone contra el mismo órgano adm¡n¡strativo que dictó una resolución, con el objeto
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emitió, para que la misma pueda ser modif¡cada,
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super¡or jerárquico del órgano que la

revocada o confirmada-

Podemos afirmar, que el recurso de revocatoria es un verdadero medio de defensa, de

que dispone el adm¡n¡strado, para oponerse a las resoluc¡ones d¡ctadas por la

administración públ¡ca.

En la legislación argent¡na, al igual que en la guatemalteca, el recurso jerárquico, se

¡nterpone d¡rectamente ante el órgano em¡sor de la decisión que se impugna, sin que

prev¡amente, sea necesar¡o agotar algún otro tipo de recurso; sin embargo, algo de gran

importanc¡a para nuestro estudios, lo constituye el hecho que de acuerdo a la

leg¡slac¡ón consultada, el recurso .¡eráquico procede contra actos defin¡t¡vos o sus

asimilables, no así, frente a los actos ¡nterlocutorios o de mero trámite, n¡ contra actos

preparatorios.

2"6.2. Fundamentolegal

En la legislación guatemalteca encontramos regulado el recurso de revocatoria en el

Artículo 7 de la Ley de lo Contencioso Admin¡strativo, que establece:

"Procede el recurso de revocatoria en contra de las resoluciones d¡ctadas por la

autor¡dad adm¡n¡strativa que tenga superior jerárqu¡co dentro del mismo ministerio o

entidad desc€ntralizada o autónoma. Se interpondrá dentro de los c¡nco días s¡gu¡entes
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al de la not¡ficac¡ón de Ia resolución en memor¡al dir¡g¡do al órgano admin¡strativo que la

hubiere d¡ctado."

2.6.3. Procedencia

Como ya vimos, el recurso de revocator¡a regulada en la Ley de lo Contenc¡oso

Administrativo, procede en contra de aquellas resoluciones originarias, em¡tidas por

órganos subordinados de la admin¡stración centralizada y órganos descentralizados o

autónomos; s¡n embargo, existen algunos casos en los cuales no puede ¡nterponerse I

recurso de revocatoria ¡egulado en el cuerpo legal antes ¡nd;cado, los cuales se

analizan en el apartado sigu¡ente.

2.6.4. Casos en que no procede el recurso dé révocator¡a regulado en la Ley de

lo Contencioso Administrativo

De conform¡dad con el Artículo 17 de ¡a Ley de lo Contencioso Admin¡strativo, los

recursos administrat¡vos de revocator¡a y de repos¡ción, serán los únicos med¡os de

impugnación ordinar¡os en toda la administrac¡ón públ¡ca centralizada y descentralizada

o autónoma, salvo casos excepc¡onales que a continuación se enumeran.

a) Cuando la ¡mpugnación de la resolución emit¡da por un órgano subo¡dinado de la

administración pública deba ser conocida por un tr¡bunal de trabajo y previs¡ón

soc¡al. Esta excepción aplica en dos s¡tuaciones, la primera, en el caso del desp¡do

de un trabajador del estado, empleado o func¡onar¡o público, caso en el cual dicho
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trabajador deberá ¡mpugnar la resolución que provocó su despido, med¡anle el

recurso de apelac¡ón regulado en el Articulo 80 de la Ley de Serv¡cio Civil, y si lo

resuelto continúa siendo desfavorable, deberá promover un juic¡o ord¡nar¡o labora,

en única ¡nstancia, ante una salta de trabajo y prev¡s¡ón social.

En el segundo caso de excepción, se presenta en la materia de previsión social, donde

al em¡t¡rse una resolución desfavorable, por un órgano jerárquicamente ¡nfer¡or al

d¡rectodo del lnstituto Guatemalteco de Seguridad Social, la persona que se considera

afecfada, debe en pr¡mer lugar, promover un recurso de apelación, que conocerá el

mismo directorio, y poster¡ormente, tendrá que entablar un juicio ordinario laboral, ante

un juzgado de trabajo y previsión soc¡al, conforme al mandato legal contendido en los

Artículo 52 y 53 de la Ley Orgánica del lnstituto Guatemalteco de Segur¡dad Soc¡al,

Decreto 295 del Congreso de la Repúbl¡ca.

b) En materia laboral. Las resoluciones d¡ctadas por los distintos órganos

jerárquicamente ¡nferiores al M¡nistro de Trabajo y Previs¡ón Social, no deben

¡mpugnarse mediante el recurso de revocatoria regulado en la Ley de lo

Contencioso Admin¡strativo, por el contrario debe acud¡rse a la interpos¡ción del

recurso de revocator¡a regulado en el Artículo 275 del Código de Trabajo, que

establece un tÉmite y plazos dist¡ntos.

c) En materia tributaria. Cuando Ia resolución que afecla los ¡ntereses de un

particular, ha sido émitida poÍ un órgano de la administrac¡ón tributar¡a, deberá

hacerse uso de los recursos regulados en el Código Tr¡butar¡o, Decreto número
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6-91 del Congreso de la República de la Repúbl¡ca de Guatemala, que

tram¡tarán mediante los procedimientos establecidos en dicho cuerpo legal.

Los anteriores, son los casos regulados expresamente en la Ley de lo Contencioso

Administrat¡vo, sin embargo, existen otros casos en los que tampoco procede el recurso

de revocatoria regulado en dicho cuerpo legal, siendo éstos los siguientes:

d) Cuando se trate de leyes de cárácter const¡tucional que regulan sus prop¡os

medios de impugnación, en cuanto a las resoluciones administrativas.

En el ordenamiento juríd¡co guatemalteco las leyes que gozan del carácter

constitucional son las siguientes:

¡) La Ley de Amparo, Exh¡bición Personal y de Constitucional¡dad, Decreto número

1-86 de la Asamblea Nac¡onal Constituyente.

¡i) La ley de Orden Públ¡co, Decreto número 7 de la Asamblea Nac¡onal Const¡tuyente.

¡i¡) La Ley de Libre Em¡s¡ón del Pensamiento, Decreto número I de la Asamblea

Nacional Constituyente.

¡v) La Ley Electoral y de Part¡dos Polít¡cos Decreto número 1-85 de la Asamblea

Nacional Const¡tuyente.
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El Artículo 175 de la Constituc¡ón Política de la República de Guatemala, consagra el

pr¡ncipio de jerarquía const¡tuc¡onal, en v¡rtud del cual, ninguna ley podrá contrariar las

d¡spos¡c¡ones de la Constitución, s¡endo aquellas leyes que violen o tergiversen los

mandatos const¡tucionales. nulas ipso jure.

Establece además la norma constituc¡onal antes citada, que las leyes cal¡f¡cadas como

const¡tucionales requieren para su reforma, el voto de las dos terceras partes del total

de diputados que ¡ntegran el Congreso, prev¡o dictamen favorable de la Corte de

Constiiucionalidad.

De conformidad con lo anter¡or, el recurso de revocatoria regulado en la Ley de lo

Contencioso Administrativo, no procede por ejemplo, contra las resoluciones dictadas

por los órganos infer¡ores ierárquicos, del Tribunal Supremo Electoral, pués aunque son

de carácter administrativo, sólo podrían impugnarse med¡ante los recuEos de

aclarac¡ón y ampl¡ac¡ón, revocatoria, apelac¡ón, nul¡dad y revisión, regulados en la Ley

Electoral y de Partidos Políticos, y cuya ¡nterposición depende de la resolución d¡ctada y

del momento en que se hace uso de los m¡smos.

La razón anter¡or, es que la Ley de lo Contencioso Adm¡nistrat¡vo al ser un cuerpo legal,

jerárqu¡camente ¡nferior a los de categoría const¡tuc¡onal, como el antes citado, y al no

haber s¡do aprobada con por lo menos las dos terceras partes del total de d¡putados al

Congreso de la República, no puede refoÍmar tác¡tamente a la Ley Electoral y de

Partidos Políticos, ni provocar la aplicac¡ón del recurso de revocatoria a las resoluciones



emitidas por los órganos creados por las mismas, pues de hacerlo, estaría vulnerando

el princ¡pio dejerarquía constituc¡onal ya antes defin¡do.

cosa contrar¡o, puede darse la s¡tuac¡ón que las leyes de jerarquia constituc¡onal, no

regulen recursos para impugnar las dec¡siones admin¡strativas emitidas por los órganos

creados por las m¡smas, s¡tuación en la cual deberá aplicarse la Ley de lo Contenc¡oso

Admin¡strativo, y los recursos en ella regulados.

e) En el caso de entes autónomos, cuyas leyes o estatutos regulen sus propios

medios de impugnac¡ón.

Conforme alArtículo 134 de la Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala para

la creación de una entidad descentralizada o autónoma, se requ¡ere el vota favorable

por lo menos de las dos terceras partes de los diputados al Congreso de la República,

por lo cual podemos entender que para suprim¡rse dichas ent¡dades, o para mod¡ficar

las leyes que las rigen, igualmente se debe contar mn el voto favorable de la misma

cantidad de diputados al Congreso de la Repúbl¡ca, que se requiere para su creación.

De confo.midad con la Constituc¡ón Política de la Repúbl¡ca de Guatemala, las

entidades que gozan de autonomía son las siguientes:

La Escuela Nacional Central de Agricultura;

La Universidad de San Carlos de cuatemala;

Confederación Deport¡va Autónoma de Guatemala;

a)

b)

c)
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d) El Com¡té Olimp¡co Guaiemalteco

e) El Banco de Guatemala;

0 El lnstituto Guatemalteco de Seguridad Social;

g) El municipio

Cada uno de los órganos anteriores, se rigen en su estructura y funcionam¡ento por sus

respect¡vas leyes orqán¡cas, las cüales en relación a la Univers¡dad de San Carlos de

Guatemala y al lnstituto Guatemalteco de Seguridad Social, regulan med¡os de

impugnac¡ón propios, par¿¡ recurr¡r las resoluc¡ones de carácter adm¡n¡strat¡vo que se

d¡cten por los d¡stintos órganos que ¡ntegran a dichas entidades.

Conforme a lo anteriormente expuesto, los recursos reglados en la Ley de lo

Contenc¡oso Adm¡n¡strat¡vo, no pueden aplicarse en la ¡mpugnac¡ón de las resoluciones

d¡ctadas por las entidades antes ind¡cadas, pues como ya fue objeto de análisis, d¡cha

ley ordinaria, fue aprobada con lan sólo la mayoría absoluta del tota¡ de diputados al

Congreso de la Repúbl¡ca, es dec¡r la mitad más uno, y por ello no puede reformar

tác¡tamente a las leyes orgán¡cas o estatutos de las entidades descentralizadas o

autónomas, que para ser reformadas, requieren por lo menos el voto favorable de las

dos terceras partes del total de diputados.

Es asi, que en los casos en que las leyes orgán¡cas de las entidades ya referidas,

regulen medios de impugnación propios, los mismos deben apl¡carse.
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Administrativo

2.7.1. lntérposición

Conforme al artículo 7 de la Ley de lo Contencioso Admin¡strativo, el recurso de

revocator¡a se plantea por escrito, med¡ante un memorial, ante el mismo órgano

adm¡n¡strat¡vo que emitió la resolución que afecta al particular o adm¡nistrado, dentro de

los c¡nco dias s¡guientes a la not¡f¡cac¡ón de la decisión que se ¡mpugna.

Sin embargo, para que el recurso planteado pueda ser adm¡tido a trámite, debe cump¡ir

con los requisitos s¡guientes:

2.7.1.1. Requisitos formales

a) Legitimac¡ón. Qu¡en t¡ene derecho a plantear el recurso de revocatoria, es aquella

persona que se ve afectada en sus derechos e ¡ntereses, por la resolución emit¡da

por un órgano administrativo, que t¡ene un supedor jerárqu¡co dentro del m¡smo

min¡sterio o entidad descentral¡zada o autónoma-

b) Plazo para el planteamiento del recurso. La revocatoria debe interponerse,

dentro de los cinco días siguientes al de la notÍf¡cación de la resolución que se

impugna, med¡ante memorial dirigido al órgano administrativo que dictó la misma.
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c) Preseniación ante el Órgano Competente. El recurso de revocator a, al igual que -- -
cualquier medio de impugnación, debe ser pianteado anie el órgano que dictó la

resolución administrativa, aún y cuando lo deba resolver el superior jerárqurco,

pues asi lo ordena el Arlículo 7 de la Ley de lo Contencioso Adrninistrativo.

Se considera que, la razón fundamental del requisiio antes enunciado, es que el

funcionario que dictó la resolución, está obligado a elaborar el respectivo informe

circunstanciado, que elevará conjuntamente con el expediente de mérito al superior

jerárquico.

2.7.1.2. Requ¡s¡tos legales

Conforme al Ariículo 11 de la Ley de lo Contencioso Administrativo, los requisjtos

legales que debe cumpJlr el memor al de interposlción del recurso de revocatoria son los

siguientes:

a) Autoridad a la que se dirige;

b) No.nbre del 'ecLrrre.te y lugar er donde tecibira ^ottltcactones

c) ldentificación precisa de la resolución que impugna y fecha de la notificación de

Ia misma:

d) Exposición de los motives por los cuales se recurre;
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e)

g --.,ü
Sentido de la resolución, que según el recurrente, deba emitirse en sust¡tuc¡ón de\!--l
la impugnada.

f) Lugar, fecha y firma del recurrente o su repÍesentante, s¡ no sabe o no puede

fimar, ¡mprimirá la huella dig¡tal de su dedo pulgar derecho u otro que

espec¡ficará.

2.7.2- Admisión del recurso

Una vez, interpuesto el recurso de revocator¡a, la autoridad que dictó la decisión

impugnada, antes de elevar las actuac¡ones para su conocimiento por el superior

jerárquico, debe em¡tir una resolución, en la cual se tiene por ¡nterpuesto el recurso y en

consecuenc¡a, se ordena la elevación del expediente para su conocimiento.

No existe un plazo, para la emis¡ón de la resoluc¡ón que admite para su trám¡te el

recurso de revocator¡a, sin embargo, la misma debería de emitirse dentro de los cinco

días siguientes a la interposición en v¡rtud que dentro de ese mismo término deben

elevarse las actuac¡ones.

Debe tenerse en cuenta, que la resoluc¡ón de adm¡s¡ón, debe notif¡carse a la persona

que interpone el mismo, para hacerle saber que se le ha dado trám¡te a su recurso o

que éste ha s¡do rechazado, con lo cual, el inleresado podrá asumir la pos¡c¡ón que

corresponda frente a lo resuelto.
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2.7.3. Elevación de les actuaciones

Segu¡damenle, a que lórgano que dictó la resolución administrativa ¡mpugnada, adm¡t¡ó

para su trám¡te el recurso interpuesto, dicha autor¡dad, debe elaborar un ¡nforme

circunstanciado, que relacione todo lo actuado dentro del exped¡ente, y que además

debe contener el razonamiento lógico y jurídico, con base al cual dictó la resoluc¡ón

impugnada.

Cumplido lo anterior, y dentro de los c¡nco días sigu¡entes a la interpos¡c¡ón del recurso,

el órgano admin¡strat¡vo, debe elevar las actuaciones or¡ginales del expediente y el

infome elaborado, a la autoridad super¡or que conocerá el recurso de Íevocator¡a.

2.7.4. Diligenciam¡ento de audiencias

Cuando la autoridad je.árquica superior, ha rec¡bido lo anlecedenles y el informe

c¡rcunstanc¡ado, procederá a conocer audienc¡a a todos aquellos sujetos que ordena el

Artículo 12 de la Ley de lo Contenc¡oso Adm¡nistrat¡vo, siendo éstos los siguientes:

a) Las personas que han manifestado su interés en el exped¡ente admin¡strat¡vo y

hayan señalado lugar para ser notif¡cadas;

b) Al órgano asesor técn¡co o legal que corresponda, según la naturaleza del

expediente; conforme a la Ley de lo Contencioso Administrativo, esta audiencia
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puede om¡t¡rse, en el caso que la institución y órgano que conoce del recumo

carezca de tal órgano.

c) A la Procuraduría Generalde la Nación.

La audienc¡as antes indicadas, deberán concederse por un plazo de cinco días en cada

caso, es decir a cada uno de los sujetos indicados, y en el orden indicado por la noma

citada, es decir, pr¡mero, a los interesados, luego, al órgano asesor técnico o legal, y

por últ¡mo, a la Procuraduría General de la Nac¡ón, si no se evacúan en t¡empo.

2.7.5. Diligenciamiento de medios de prueba

Aunque, el procedimiento preestablec¡do para e¡ conocim¡ento de un recurso

adm¡nistrativo, no regula una etapa específ¡ca para el d¡ligenciamiento de los med¡os de

prueba, debe tenerse presente, que los elementos de conv¡cc¡ón, en primer término,

obran en el expediente adm¡n¡strat¡vo en el cual se emitió ¡a resoluc¡ón impugnada,

razón por la cual son de examen obligatorio para la autoridad super¡or que conoce el

recurso.

Sin embargo, puede suceder que al momento de promover el recurso, existan otras

med¡os de prueba o se haga necesaria su incorporación, tazón pq la cual en el caso

del ¡nterponente, el momento idóneo para ofrecer y acompañar los m¡smos, será

cuando interponga el recurso de revocatoria, y en cuanto a las otras partes, la

oportun¡dad para ofrecer e ¡nmrporar sus respectivos elementos de conv¡cción tendrá
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lugar cuando hagan uso de la audiencia por dnm días que la aufor¡dad está obligada a

concederles-

Ofrec¡dos e ¡ncorporados por las partes, los respectivos medios de prueba, el órgano

administrat¡vo deberá encargarse del dil¡genciamiento de los mismos y en su

oportunidad concederles el valor que mrresponda, de conform¡dad con los principios de

jur¡dicidad y legalidad que rigen su actuar.

La Ley de lo Contencioso Adm¡n¡sfativo, no regula cuales son los medios de prueba

que pueden diligenc¡arse y tampoco el sistema de valoración de los mismos, razón por

la cual, consideramos que conesponde a la autoridad administrativa, el admitir los

med¡os de prueba de acuerdo a la oportunidad en que se ofrezcan, a su conducencia y

pertinencia, y el valor que las mismas puedan aportar al procedim¡ento; en todo caso, la

autoridad t¡ene la obl¡gac¡ón de no desnaturalizar el trámite del recurso, y por ende

diligenc¡ará sólo las pruebas que correspondan y que sean necesarias para emit¡r una

decisión apegada a la ley.

2.7.6. Diligencias para me¡or resolver

El órgano admin¡strativo que conoce del recurso de revocator¡a, después de haber

transcurrido el plazo de las audienc¡as concedidas a las partes, y antes de em¡tir una

resolución de fondo, tiene la facultad de ordenar que se practiquen las diligencias que

estime convenientes con el propósito de mejor resolver.
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El obietivo de esta f¡gura legal, es que el órgano administrativo que conocer el recurso,

cuenle con los elementos de conv¡cción necesarios e ind¡spensables para emit¡r una

¡esolución lo más apegada pos¡ble a los pr¡ncip¡os de juridicidad y legalidad, que deben

reg¡r su actuar.

No se regula que tipo de d¡l¡genc¡as pueden pract¡carse, s¡n embargo, nuevamente

consideramos que serán aquellas que se consíderen oportunas, conducentes,

pertinentes y que sean idóneas para proporcionar los suf¡c¡entes elementos de

conv¡cc¡ón al órgano adm¡nistrativo, pam tener certeza de lo que ha de dec¡d¡r, como

ejemplo, podríamos citar la práctica de un reconocimiento sobre determinados lugares,

personas o cosas, la sol¡c¡tud de algún informe o dictamen técnico o legal, o el examen

sobre algún documentos o expediente que la autor¡dad recurr¡da ordene traer a la v¡sta

antes de resolver.

En todo caso, la autor¡dad t¡ene un plazo de diez días para practicar las diligencias que

estime necesar¡as para mejor resolver, mismo que ¡nic¡a a correr, una vez que ha

transcunido el plazo de la audiencia conferida a la Procuraduría General de la Nación,

aun y cuando dicha inst¡tuc¡ón, no haya hecho uso de la misma.

2.7.7. Resolución de fondo

De conformidad con elArtículo '15 de la Ley de lo Contencioso Admin¡strat¡vo, dentro de

los quince días de f¡nal¡zado el trámite, el órgano que conoce del recurso de

revocatoria, procederá a d¡ctar su resolución f¡nal, para lo cual debe exam¡nar en su
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totalidad, la juridicidad de la resolución impugnada, sin estar limitada a lo que ha

expresamente impugnado.

Al dictar la resolución de fondo, la autorídad está facultada para revocar, conforrnar o

modif¡car la resolución impugnada y el plazo para tomar la decisión que corresponda es

de quince dias, que inician a caÍet, a partir del venc¡m¡ento de la últ¡ma audienc¡a por

cinco días otorgada, es decir la audiencia a la Procuraduría General de la Nación. Si se

hubieren decretado diligencias para mejor resolver, el plazo iniciará a correr cuando han

transcurrido los diez dÍas que la ley otorga para realizar dichas diligencias.

Cabe agregar, que de conformidad con la Ley de lo Contencioso Administrativo el

procedimiento de impugnación del recurso de revocaior¡a, finaliza con la resolución que

revoca, conforma o modifica la decisión recurrida, razón por la cual una vez que se ha

resuelio, el parUcular únicarnente tiene dos opciones:

Cumplir con lo resuelto por el ministerio de Estado, o auior'dad superior

Acudir a la vía jud¡cial, a través de un proceso contencioso administrativo, en el

cual denunciará ante el tribunal correspondiente, los motivos de su

disconformidad

2.7.8. Agotamiento de la vía adm¡n¡strativa

a)

b)

Cuando se ha resuelto el recurso de

ser impugnada mediante ningún otro

revocatoria, la decisión, ya no es susceptible de

medio de impugnación administrat¡vo, pues con la
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resoluc¡ón de fondo, se agota la vía administrat¡va y en este caso, como ya se ha

ind¡cado, el particular debe cumpl¡r con lo resuelto o acudir a la vía judicial, por med¡o

del proceso de lo contencioso adm¡nistrativo.

Con relación a este tema, el autor Jorge Mario Castillo González, señala, que en la

administración pública guatemalteca, la terminación del proced¡miento administrativo se

conoce con el nombre de agotamiento de la vía gubernativa o adm¡nistrativa, y que la

m¡sma produce la cosa dec¡dida adm¡nistrativa, que sign¡fica que ya no se puede abrir

un procedim¡ento para discutir el mismo asunto ya resuelto, pues de proceder una

nueva discus¡ón, ésta tendrá que plantearse en los tribunales.

2.4. Silencioadm¡n¡sÍaüvo

Es pos¡ble, que luego de haberse agotado las d¡ligencias ordenadas por la Ley de lo

Contenc¡oso Administrativo, para el trámiie del recurso de revocatoria, y de que haya

transcurrido el plazo de qu¡nce días que fija el artículo 15 de dicho cuerpo legal, para

que se dicte la resoluc¡ón final, la misma no se emita por el órgano administrativo

respectivo, en este caso, el particular se encontrará ante la figura del silencio

admin¡strativo.

El silenc¡o administrat¡vo, es la figura juríd¡ca en la que el órgano adm¡nistrativo dotado

de competenc¡a admin¡strativa, no resuelve las pet¡c¡ones o las impugnaciones de los

administrados, y ha sido catalogado como un hecho jurídico porque se considera que

no es generado voluntariamente por lo sujetos procesales, s¡no el resultado de¡



transcurso del tiempo s¡n una actitud que le corresponde al órgano admin¡strativo,

aunque desde nuestro punto de vista, tal hecho jurídico, es provocado por la autoridad

administrat¡va que conoce del recurso, que se omite resolver.

Este inst¡tuto procesalde or¡gen romano, se mantiene hasta nuestra época al punto que

la Constitución Política de la República de Guatemala, en su Artículo 28, al reconocer el

derecho de petición de los habitantes de la Repúbl¡ca, incluyendo la obligación de la

autoridad de tram¡tar y resolver las peticiones formuladas dentro de un plazo, que en

materia administrativa no puede exceder de treinta días.

Sin embargo, el plazo antes ind¡cado, no empieza a correr desde que el ¡nteresado

dirige su petic¡ón o interpone un recurso, pues conforme al Artículo 16 la Ley de lo

Contencioso Adm¡nistrativo, el m¡smo in¡cia a contarse desde la fecha en que el

exped¡ente se encuentra en estado de resolver, lo cual ocurr¡rá cuando se hayan

agotado lodas las diligenc¡as previas a la resoluc¡ón f¡nal, es dec¡r, con posterioridad a

que concluya el plazo de la aud¡enc¡a conced¡da a la Procuraduría General de la

Nac¡ón, o de las d¡ligenc¡as para meior resolver.

Ante la ausencia de decisión, quien ha resuelto en forma ant¡cipada es el legislador,

que med¡ante Ia norma citada en el párrafo anter¡or, faculta al interesado para que de

por resuelto su recurso en forma desfavorable, y acuda directamente a promover el

proceso contencioso administrat¡vo, o en su caso, acc¡one para obtener la resolución

del órgano que incurrió en el silencio.
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Es así, que conforme al Artículo 16 de la Ley de lo Co

adm¡nistrado frente a la falta de resolución de su recurso, está facultado legalmente a

asumir cualqu¡era de las tres actitudes que a cont¡nuación se enumeran:

a) Promover el proceso contencioso administrativo. En este caso, el particular

asume que el acto o resoluc¡ón que impugno fue confirmado, tal y como

establece la norma ya referida, y por ende el efecto de la ausencia de resolución,

se entiende como dec¡s¡ón desfavorable que da por agotada la vía adm¡n¡strat¡va,

para el sólo efecto de acudir a la vía judicial, y motivar que la actuac¡ón del

órgano, sea revisada por un tr¡bunal de lo contencioso administrativo, que tiene

la facultad de revocar, modificar o confirmar la dec¡sión de la administrac¡ón

pública.

Plantear una acción de Amparo para obl¡gar a la administración pública a

resolver. El amparo es procedente, en v¡rtud que es una obl¡gación de la

administración pública emit¡r la resolución de fondo, y al no hacerlo, incurre en

una violación al derecho de petic¡ón que le as¡ste a todo habitante de la

Repúbl¡ca de confomidad con el Artículo 28 de la Constitución Polít¡ca de la

República de Guatemala, la cual es susceptible de ser denunciada ante un

tribunal, mediante d¡cha acción constituc¡onal.

Esperar ¡ndefin¡damente que se [esuelva el recurso. El tomar esta ac{itud, el

particular se sujeta a la voluntad de la administrac¡ón, y se res¡gna a que su

recurso se resuelva cuando el órgano adm¡n¡strat¡vo lo desee.

b)

c)
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El autor considéra, que asumir esta act¡tud puede provocar que el particular pierda la

facultad de acudir dentro del plazo legal a promover acc¡ón de amparo, o el prcceso

contenc¡oso adm¡nistrativo, y lo sujeta en foma indef¡n¡da a la espera de una resolución

que pueda tardar meses o qu¡á años.

S¡n embargo, asumir esta posición será aconsejable cuando la dec¡s¡ón que se espera,

es desfavorable, pues con ello el ¡nteresado ganará tiempo.

2.9, Procedencia dél proceso contencioso administrativo contra las resoluciones

qué dec¡den el recurso de revocatoria

2.9.1. Definición

El proceso conténcioso adm¡nistrativo, const¡tuye un medio de control privativo, que los

particulares tienen a su alcance, una vez agotada la vía administrativa, para oponerse a

los actos de la adm¡n¡stración púb¡ica.

También puede def¡n¡rse, como un mecan¡smo de control judicial, representado por un

proceso de conocimiento, que por naturaleza es de ún¡ca instanc¡a, carece en su

planieamiento de efectos suspensivos salvo casos excepc¡onales y que tiene por

objeto, exam¡nar la juridic¡dad de los actos y resoluciones de la administ¡ac¡ón públ¡ca,

lo cual posee su fundamento legal, en el Artículo 221 de la Constituc¡ón Polít¡ca de la

Repúbl¡ca de Guatemala y 18 de la Ley de lo Contenc¡oso Administrativo.
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2.9.2. Caracteristicas de¡ proceso contencioso adm¡nistrativo

a) No es un recurso. No representa un recurso que pueda promoverse para

¡mpugnar una resolución adm¡nistrat¡va, y tampoco forma parte de la vía

adm¡nistrativa, por el contrar¡o, constituye un verdadero proceso de

conoc¡m¡ento, reconoc¡do como tal por el Art¡culo 221 de la Const¡tución Política

de la Repúbl¡ca de Guatemala.

b) Es un proceso que se conoce ante un órgano jurisdiccional. El proceso

contencioso admin¡strativo en Guatemala, se conoce y resuelve ante un órgano

jurisdicc¡onal denominado Tr¡bunal de lo Contenc¡oso Administrativo, el cual se

encuentra ¡ntegrado por tres m¡embros titulares y tres suplentes, que tienen la

misma categoría, jerarquía y prerrogativas que los mag¡strados de las salas de

apelaciones.

c) En él se conoce una material determinada. D¡cha proceso t¡ene una materia

específica de conocim¡ento, representada por las controversias que surgen de

las relaciones que se dan entre la administrac¡ón pública y los particulares, y en

tal virtud, salvo casos excepcionales, que se encuentran regulados en elArticulo

21 de la Ley de lo Contencioso Administrat¡vo, lodas las controvers¡as que surjan

como consecuencia de los actos o resoluc¡ones de la adm¡nistración, quedan

sujetas, después de haber agotado la vía gubernat¡va, al proceso mntencioso

administrat¡vo, del cual conoce al Tribunal de lo Contencioso Adm¡nistrat¡vo, a

través de sus distintas salas
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2.9.3. Elementos del proceso contencioso adm¡n¡strativo

a) El juez o tribunal. Un órgano jur¡sd¡ccional colegiado, integrado por tres

magistrados titulares y t.es suplenles, el cual se denomina Tribunal de lo

Contencioso Administrat¡vo, y que se divide en dist¡ntas salas, conforme a las

cont¡endas que se conozcan.

b) Las Partes- Conforme al Artículo 22 de la Ley de Io Contenc¡oso Administrat¡vo,

serán partes en d¡cho proceso, además de quien promueve la demanda, la

Procuraduría General de la Nac¡ón, el órgano centralizado o instituc¡ón

descentral¡zada de la administrac¡ón pública que haya conocido del asunto, las

personas que aparezcan con ¡nteréS legitimo en el exped¡ente administrativo

correspondiente. Cuando el proceso se ref¡era al control de la hac¡enda pública,

también debe ¡nterven¡r como parte, la Contraloria General de Cuentas.

2.9.4. Procedénciadel procesocontenciosoadmin¡strat¡vo

De acuerdo al Articulo 19 de la Ley de lo Contenc¡oso Administrativo, el proceso

Contencioso Admin¡strativo procederá en los sigu¡entes casos:

a) Cuando existan cont¡endas, por actos y resoluc¡ones de la admin¡stración

púb¡¡ca y de las ent¡dades descentral¡zadas y autónomas del Estado;
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c¡ncesione-&7b) En los casos de controversias derivadas de contraltos

administrat¡vas.

S¡n embargo, además en los casos antes enumerados, el proceso contencioso

admin¡strat¡vo, procede también:

c) Por actos y resoluciones, declaradas lesivas para los intereses del Estado.

Esto, con base en el último párrafo del Artículo 20 de la Ley de lo Contenc¡oso

Administrat¡vo, el cual se faculta a la adm¡nistración pública para que por medio de un

acuerdo gubemativo emitido por el Pres¡dente de la República, en consejo de ministros

declare que un acto o resolución, es lesivo a los intereses del Estado y en

consecuencia, promueva un proceso contenc¡oso adm¡nistfativo con e¡ objeto de dejar

s¡n efecto dicho acto o resoluc¡ón.

d) En v¡rtud de s¡lencio administrativo, que haya operado en eltrámite de un recurso

de revocatoria-

Este caso de procedencia tiene lugar, cuando luego de agotado el trám¡te del recurso

de revocatoria, el órgano adm¡n¡strativo superior que conoce el m¡smo, no dicta la

resolución de fondo dentro del plazo legal correspondiente; con lo cual, la ley faculta al

part¡cular para asum¡r que la resolución le es desfavorable, dar por agotada la v¡a

gubernativa, y promover el proceso contencioso adm¡nistrat¡vo coÍespond¡ente.
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2.9.5. Cond¡ciones de procedencia del proceso contenc¡oso adm¡n¡strat¡vo

La Ley de lo Contencioso Administrativo, füa var¡os requisitos que deben cumplirse para

que una resolución dictada por la administración pública, sea susceptible de ser

revisada mediante el proceso contencíoso admin¡strativo, siendo éstos ¡os s¡guientes:

a) Que la resolución no haya pod¡do remed¡arse por los recursos admin¡strativos.

S¡gn¡f¡ca que, antes de acud¡r al proceso contencioso admin¡strativo, el particular

tuvo que haber agotado el recurso de revocator¡a o reposición, según la

resoluc¡ón recurrida, y sólo cuando d¡chos med¡os de impugnación, han s¡do

resueltos, o en su caso haya operado el s¡lencio administrativo, el afectado está

facultado, para interponer el proceso c€ntencioso adm¡nistrativo.

b) La resoluc¡ón rccurr¡da, debe dec¡dir el fondo del asunto. Este requis¡to se extrae

del pr¡mer párrafo del Artículo 20 de la Ley de lo Contencioso Admin¡strativo, y

está relacionado ¡ntrínsecamente con el objeto del presente estudio, ya que, si la

decisión admin¡strativa que se impugna en el proceso, no es la final, se estaría

facultando para que dentro de un mismo proced¡miento administrativo, se

promueven varios procesos contenciosos administrativos, que no revisarían el

fondo de¡ asunto, s¡no simples cuestiones de trám¡te.

c) La decisión administrativo tuvo que causar estado, y agotado la vía

admin¡strativa. Es decir, que Ia resoluc¡ón que se recure en el proceso

contencioso adm¡n¡strativo, además de haber dec¡dido el asunto, debe ser
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impugnable en la via administrat¡va, Io que sign¡f¡ca que contra ella, ya no han de

proceder más recursos en esa via.

d) La resolución ha de vulnerar un derecho del demandante. Para acudir al

proceso contencioso administrativo, no basta la ¡nconformidad con Io resuelto,

por el contrario, debe ex¡st¡r un motivo fundado para recurr¡r la dec¡s¡ón ya sea,

porque la misma vulnera un derecho del demandante, reconoc¡do por la ley,

reglamento o por una resoluc¡ón anterior, que luego se ve vulnerando, en v¡rtud

de la resolución dictada por la administración pública.

e) Que el proceso se promueva dentro del plazo legal. De confom¡dad con el

Artículo 23 de la Ley de lo Contenc¡oso Adm¡n¡strativo, el plazo para el

planteamiento del proceso contencioso adm¡nistrativo, es de tres meses,

contados a partir de la últ¡ma notificación de la resoluc¡ón que concluyó el

proced¡miento administrat¡vo, del vencimiento del plazo en que la admin¡stración

debió resolver en def¡nitiva, o de la fecha de publicación del acuerdo gubernativo,

que declaró lesivo el acto o resoluc¡ón en su c¿rso, el cual debe em¡tirse dentro

de los tres años s¡guientes a la fecha de la resolución o acto, que se considera

lesivo

f) El proceso debe promoverse ante el órgano facultado para conocerlo. La

demanda del proceso contenc¡oso administrativo deberá presentarse

directamente ante la Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo a la cual

va dirigido, y excepcionalmente, cuando la acción se presenta fuera del
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departamento de Guatemala, ante un Juzgado de Pr¡mera

departamental, quien lo trasladará al tribunal que deba conocer de é1.

2.9.6. lmprocedenc¡a del proceso contenc¡oso administ¡ativo

De conformidad con la Ley de lo Contenc¡oso Administrat¡vo el proceso contencioso

admin¡strativo es ¡mprocedenle, en las sigu¡entes s¡tuac¡ones:

a) En los asuntos referentes al orden político, militar o de defensa, sin perjuic¡o de

las ¡ndemnizaciones que procedan;

b) En los asuntos referentes a d¡sposiciones de carácter general, sobre salud e

higiene públ¡cas, s¡n perjuicio de las indemnizac¡ones que procedan;

c) En los asuntos que sean competencia de otros tribunales, es decir de la

jur¡sd¡cción c¡vil, laboral, económica, coactiva y todos aquellos para los cuales se

han creado tribunales específicos:

d) En los asuntos originados por denegatorias de conces¡ones de toda especie,

salvo lo dispuesto en contrar¡o por leyes especiales; y

e) En los asuntos en que una ley excluya la posibilidad de ser planteados en la vía

contenc¡oso admin¡strativa.
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admin¡strat¡vo será improcedente, cuando la resoluc¡ón que se recure, no cumpla

con las característ¡cas o requisitos ex¡gidos por la ley, como ocurre s¡ la

reso¡ución que se impugna, no es la de fondo.

2.10, La apl¡cac¡ón del recurso de revocatoria en nuestro ámbitoju¡íd¡co

Para establecer el ámb¡to real, de la ut¡l¡zación del recurso admin¡strativo, de

revocatoria, debemos tener en cuenta, que Ia leg¡slación gualemalteca a regular

las resoluciones en mater¡a adm¡nistrativa, a pesar que clasif¡ca las m¡smas, en

prov¡denc¡as de trám¡te y resoluciones de fondo, no establece una def¡nición legal

de las mismas, y tampoco limitación alguna, para su ¡mpugnación.

De conformidad con el Artículo 40. de la Ley de Io Contencioso Adm¡nistrat¡vo las

resoluciones administrativas se clasif¡can én:

Providencias de Trámite y

Resoluciones de Fondo

De las anter¡ores, solo las resoluc¡ones de fondo deciden el asunto que se d¡scute en

un procedim¡ento administrativo, y únicamente ellas puedan afectar al particular de

forma pemanente, y por tal motivo la ley ex¡ge que las m¡smas deben dictarse en forma

razonada y con claridad y prec¡sión.

a)

b)
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Por el contrar¡o, las providencias de trámite no resuelven el fondo del procedim¡ento

adm¡n¡strativo, ya que sólo cumplen con impulsar el mismo por sus d¡st¡nias fasés o

etapas, preparando el cam¡no, para que pueda emiti¡se una resolución de fondo.
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Derecho de defensa

3.1. Evolución histór¡ca del derecho de defensa

La defensa entendida como un derecho, es un síntorna inequívoco de progreso jurídico,

ya que desde la antigüedad en algunas legislaclones se aludió a la misma. Tenemos el

ejemplo que nos señala la Biblia del Antiguo Tesiamento entre lsaías y Job que dieron

normas a los defensores para que sus intervenciones tuvieran éxito en las cuestiones a

favor de los mentecatos, de los ignorantes, de los menores, de las viudas y de los

pobres, cuando sus derechos hubieran sido quebraniados. En el derecho griego,

aunque en forma inc¡piente, hubo noción de la defensa se promet¡ó al acusador durante

el juicio defenderse por sí mismo o por un tercero, en el derecho romano se dio gran

importancia en un principio a Ia institución liamada el "Patronato" la cual se éncargaba

de realizar labores de defensa a favor de los desvalidos

"Así podemos observar que el patronato ejercía algunos actos de defensa a favor de los

procesados y posteriormente se constriñe a pronunciar un discurso a favor del crjminal,

más tarde el defensor se transformó en consultor siendo un verdadero advocatus -por

sus conocimientos jurisprudenciaies se hacía cargo del patrocinio del procesado y no se

conformó ún¡camente con la pronunciación del discurso, sino que conjugó la iécnica y la

oraloria 11

3-

11 
Reynoso, Eluterio, El Derecho de Defe¡sa de losTrabaiadores Pás. 15
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Hacia el s¡glo Vll de la era Romana habiéndose aflojado los vínculos del Patronato con

motivo de la confusión de clases, el patrono empezó a ceder su lugar al abogado y

entonces tomó el ejercicio de la abogacía en todas las fases de una profesión. En estia

época no se podía comparecer frente alforo antes de c¡erta edad que era determinada

por el uso y por el sentimiento de las convenienc¡as, más bien que por ninguna ley, por

lo cual, el abogado ya lo representaba.

En el v¡ejo derecho español, tamb¡én ex¡stió la defensa, el fuero juzgo, la novísima

recopilac¡ón y otros cuerpos legales señalaron que el procesado debería estar asistido

por un defensor, e incluso la ley de enjuiciamiento criminal del 14 de septiembre de

1882 ¡mpuso a los abogados integrantes de los coleg¡os la obligación de abocarse a la

defensa de aquellas personas carentes de recursos para pagar el patrocin¡o de un

defensor particular.

En una soc¡edad c¡v¡l¡zadamente organizada, la iust¡c¡a debe obedecer a princ¡p¡os e

impulsos democráticos, justos y equitat¡vos.

Como se puede observar, la historia del derecho de defensa se ajusta a la evolución

que ha sufr¡do la situación jurídica del imputado. Cuando el proceso era de t¡po

acusatorio puro, la defensa constituía un derecho ind¡scutible del ¡mputado, el que

conocía desde el pr¡mer momento la ¡mputac¡ón formulada en su contra y ocupaba el

m¡smo plano jurídico del acusador.
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Con la ¡mplementac¡ón del sistema escrito y la secretiv¡dad que fue parte importante de

los juicios realizados en los grandes imper¡os, la defensa del sindicado se volvió cada

vez más difíc¡|.

Más adelante, cuando se ¡mplantó el régimen inquisit¡vo, el acusado perd¡ó su cond¡ción

de parte y se conv¡rtió en el objeto de un proced¡m¡ento secreto. Es natural que el

derecho de defensa quedara prácticamente anulado; el defensor, si ex¡stia, no tenía

acceso a las actuac¡ones. Este per¡odo fue sumamente dificil para los sistemas de

just¡c¡a que existieron. Lo anterior, deb¡do a que prácticamente, desaparecieron las

garantías mín¡mas que debe gozar una persona a la cual se le sigue un debido proceso.

En esta época se llegó a considerar innecesaria la presencia de un defensor, puesto

que el Estado era considerado como enle no sujeto a errores, situac¡ón por la cual la

f¡gura deldefensor únicamente entorpecía la tramitación de los procesos. La dogmát¡ca

del ius imperium, llegó al extremo.

Sin embargo, producida la Revolución Francesa, una de las primeras reformas que

¡ntrodujo la Asamblea Nac¡onal Constituyente, como es lóg¡co, consist¡ó en abolir la

proh¡bición de que los acusados no podrían tener ningún defensor, y desde entonces se

afirmó para s¡empre el pr¡nc¡p¡o que no es pos¡ble negar a los acusados a asislencia a

un defensor.

En la legislación guatemalteca, el derecho de defensa fue incorporado hasta el s¡glo

XIX y ápárece regulado por pr¡mera vez en el Decreto 76 emitido por Asamblea

Nacional Const¡tuyente del Estado de Guatemala el 05 de diciembre de 1839.



La ¡nmrporación de esta garantía al ordenamiento jurÍdico es relat¡vamente reciente, s¡n

embargo, a partir de ella siempre ha sido reconocida y ha fomado parte de los

derechos Humanos que el Estado de Guatemala garant¡za.

Derivado de lo anterior, el derecho de defensa prop¡amente dicho, se encuentra

regulado en el Artículo 12 de la Constitución Política de la Repúbl¡ca de Guatemala,

em¡tida en el año de 1985.

3.2. Concepto del derecho de defensa

El Dicc¡onario de la Lengua Española indica que defensa es "Circunstancia que se

discute en ju¡c¡o para contradecir, la acción o pretensión del actol'.12

Pala el tratad¡sia Moras Mom. "La defensa es una función procesal que realiza el

procesado para oponerse a la acusac¡ón, la que podrá ejercerse por el propio ¡mputado

siempre que no afecte su ef¡cacia, o por un abogado pad¡cular de su confianza o

defensor públim.13

Manuel Ossorio, en su D¡cc¡onario de C¡enc¡as Juríd¡cas, Políticas y Sociales, def¡ne la

defensa como "La acción o efecto de defender o defenderse. Amparo, alegado

favorable a una parte".1a

1'zDicdonario 
de l¿ RealAcademia Española.

1r 
Gbanellas de Torres, Guillermo, Diccionario Jurídico Elemental, pág.113-

1a 
Osso¡io, Manuel, D¡cc¡onario de cien€¡as iuríd¡cas po,íticas y sociales, Pás. 3
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Por otra parte, uno de los principales objetivos del Estado es velar por el estricto

cumplim¡ento del derecho de defensa, el cual otorga a cada ¡ndividuo la facultad de

hacer valer sus derechos dentro de un proceso por si m¡smo o por medio de abogado

defensor, no hab¡endo ámbito legalsobre elque no pueda eiercerse.

El derecho de defensa debe entenderse como un derecho de rango fundamental del

ordenamiento.iurídico, más aún, la ¡dea que armoniza la mrrecta y válida admin¡stración

de justicia dentro de¡ Estado de Derecho, hacen que no pueda conceb¡Ee n¡ngún

proceso n¡ procedim¡ento s¡n la debida defensa. La defensa es un elemento esenc¡al,

un requis¡to ¡nsoslayable de val¡dez y su correcta conceptualización resulta necesaria

no solo a los efectos de la claridad teór¡ca, sino en función ¡nterpretativa y práctica."15

La Constituc¡ón Polít¡ca de la República de Guatemala, es el ordenamiento jurídico

supremo del Estado de Guatemala que en su Artículo 12 establece "La defensa de la

persona y sus derechos son inviolables. Nadie podrá ser condenado, ni privado de sus

derechos sin haber sido citado, oído y vencido en proceso legal ante juez o tribunal

competente y preestablec¡do. N¡nguna persona puede ser juzgada por Tribunales

Especiales o secretos, ni por proced¡mientos que no estén preestablec¡dos legalmente.

El derecho de defensa debe ser entend¡do y aplicado en forma extensiva y amplia, y no

de manera restringida, ya que el principa¡ objeto del mismo es la protección de ¡a

persona en contra de cualqu¡er tipo de arbitrar¡edades.

6Vásquez 
Ross¡,lorse, La defensa penal, Pág 127
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Asimismo debe ser respetado en todo momento, der¡vado de la neces¡dad imperante de

salvaguardar el Estado de Derecho en que nos desenvolvemos dentro de nuestra

soc¡edad. Este derecho debe ser entendido como la facultad que t¡ene toda persona a

ser citada, oída y venc¡da en juicio legal antes de ser condenada o privada de sus

derechos, lo cual impl¡ca un pronunc¡amiento apegado a derecho.

Una sociedad que tenga como forma de gobierno la democracia, debe respetar los

derechos y las libertades que le son ¡nherentes a toda persona; ya que las garantías

fundamentales, la persona y el Estado de Derecho constituyen una tríada, en donde

cada uno de los componentes es defnido y complementado por los otros, adqu¡riendo

de esta manera el sentido ¡ntrínseco del m¡smo y la función que desempeña en torno a

los otros. Ello ¡mplica que el respeto a los derechos humanos de parte del Estado, es la

base fundamental de todo s¡stema juríd¡m que fomente su base en la construcción de

una democrac¡a aulénlica.

El derecho de defensa además de ser un principio fundamental del proceso, const¡tuye

una base que permite la efectiva v¡gencia del resto de las garantías procesales

reguladas en nuestro ordenamiento jurídico.

La Corte de Constitucional¡dad se ha pronunciado en lo que se ref¡ere al Derecho de

Defensa, en diferentes oportun¡dades, s¡n embargo, en el presente estud¡os ún¡camente

anotaremos el pronunciamiento de la Corte de Constitucionalidad contenido en los

expedientes acumulados 1062-99 y 1069-99, página No. 185, sentenc¡a de fecha 28 de

febrero de 2001 que en su parte conducente ¡nd¡can lo s¡guiente:"...¿os derechos de
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audiencia y al deb¡do proceso reconocidos en el Añículo 12 de la ley fundamental, al

provenir de una noffna genera! prev¡sta en la pañe dogmát¡ca, deben tener plena

obseruancia en todo proced¡m¡ento en que se sancione, condene o afecten derechos de

una persona. Tienen mayor relevancia y camcter¡sticas en /os procesos judrbiales es

cíeño, pero su apl¡cac¡ón es ¡mperativa en todo tipo de proced¡m¡entos, aún ante la

adm¡n¡stración públ¡ca y Organ¡smo Legislat¡vo y cualqu¡er otra esfera de actuación,

med¡a vez, por actos de poder público, se afecten derechos de una persona. Tales

derechos abarcan la potestad de ser oído, de ofrecer y producir med¡os de prueba y de

rebat¡r las argumentaciones deducidas, y el pronunc¡amiento defin¡tivo de confomidad

con la lay. Su observanc¡a es vital por cuanto detemina protección de los derechos de

la persona y foftalece la segurídad juridica... En caso semejante, refiiéndose a la

ganntía const¡tucional de aud¡encia, esta Coñe ha expresado que 'Se trata, en cada

uno de los proced¡m¡entos que leyes de diverca índole han previsto, de sat¡sfacer la

ex¡genc¡a de oír adecuadamente a qu¡en la denunc¡a afecte, a fin de llevar a cabo el ¡ter

procesal, porque es la audienc¡a Ia que legít¡ma la labor de ponderac¡ón del asunto que

la autoñdad deba dec¡d¡r, sa/yo, desde luego, frente al s¡lenc¡o del obligado a

responder, que puede obrar como tácito asent¡m¡ento del hecho pot el cual se le

cuest¡ona (...) Este derecho de la persona ha s¡do v¡rfualmente la princ¡pal preocupac¡ón

de esta Cotte en el ejercicio de su competenc¡a en amparo, hab¡éndose establecido su

doble condic¡ón de derecho propio y garant¡a de otros derechos. El desanollo

jurisprudencial ha ¡do peiilando los alcances de este derecho y, en pañicular, en lo que

al caso examinado conc¡eme, la garantía de audiencia. Pasados doce años cle análisis

constante por esta Cofte de los elementos que ¡ntegran el deb¡do proceso, debe

cons¡derarse consolidado el principio de que la aud¡enc¡a prevista en las leyes



procesa/es es ro sólo fundamental síno elemental (...) Síendo el ampara una protección

de las derechas de Ia persana cuanda a és¡a se /e ha ¡nfer¡do agrav¡a, no puede

tenerce como causa fenec¡da aquella en la que una de /as pades no ha ten¡do

opoftun¡dad de defensa, o que se le haya pr¡vado de sus derechos s¡n las garantías del

debído proceso, siendo entre éstas de valor cap¡tal el de la aud¡encia o c¡tac¡ón, que

¡mpl¡can Ia base de un verdaderc juíc¡o (...) En víñud de Ia supremacía const¡tucíonal,

todo el ordenam¡ento jurid¡co debe guardar armonía con los valores, pr¡nc¡p¡os y

normas, por lo que en mater¡a adm¡n¡strat¡va, como en cualqu¡er otra, el derecho de

defensa y el de aud¡encia deben sostenerse plenamente (...) respect'o del proceso legal

(...) no pueden tenerse como ¡guales los jud¡c¡ales con los admin¡strat¡vos, par ex¡st¡r en

la teg¡slac¡ón d¡ferentes regulac¡ones, las que respanden a la naturaleza de cada uno de

ellos, s¡enda, eso sí, apl¡cables a ambos aquellos príncíp¡os que son fundamentales en

todo sístema de Derecho.'...e1 derecho pr¡mar¡o en todo praced¡miento por med¡o del

cual se pretenda afectar a una persona, es el derecho de la defensa juríd¡ca, el cual se

orígína desde la opoñun¡dad de aud¡encía deb¡da al afectado, con el objeta de que éste

alegue [o que cons¡dere pei¡nente respecto de ta ¡mputacíón que se le formula " (la

curs¡va es prop¡a).

En conclusión se puede que el derecho de defensa se conceptualiza como uno de los

principales derechos que otorga el Estado a todo individuo, ya que constituye la tutela

para los otros derechos en cualqu¡er tipo de proceso, y para el caso que nos ocupa en

el procedjm¡ento administrativo, facultando aJ administrado para que haga valer sus

derechos fundamentales.
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3.3. Caracteristicas del derecho de defensa

lnherente a todo individuo sujeto a proceso o procedim¡ento. Toda persona

sujeta a proceso o proced¡miento debe tener la pos¡bil¡dad de defenderse de las

imputaciones que se le formulen por parte del ente acusador y es primordial para

la conecta admin¡strac¡ón de just¡cia.

b) Es garante de la legalidad y del debido proceso. Porque pemite a toda persona

hacer sus derechos fundamentales ante Ia autoridad compelente. El procesado

al momento de ejercitiar este derecho, se garant¡za ser juzgado por medio de un

proceso previamente establec¡do en ley.

c) Es inderogable- Este derecho en ningún momento puede ser éliminado ni

¡mpedirse su eiercic¡o por parte del Estado, ya que de ser así se entraria en su

barbar¡e jurídica al ¡mponer una pena o una sanción a una persona sin que se le

permita defenderse, condenándolo sin establecer previamente su

responsabilidad.

d) Es lrrenunc¡able. Este derecho en ningún momento se puede renunciar debido

que desde el momento en que una persona se encuentra sujeta a proceso, la ley

facultad para des¡gnar a un abogado de confianza.
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3.4. Géneral¡dades del derecho de défensa

La defensa constituye una garantia constitucional, que no solo se encuentra establec¡da

en la Constituc¡ón Polit¡ca de la Repúbl¡ca de Guatemala, s¡no también en Convenios y

Tratados lnternac¡onales en mater¡a de Derechos Humanos.

En maleria de Derecho Administrat¡vo el Derecho de Defensa const¡tuye una norma

general y obl¡gatoria para la admin¡stración pública y consiste en que, el adm¡nistrador

antes de dictar una decis¡ón, resolución o acto admin¡strat¡vo, debe dar la oportunidad al

part¡cular que se defenda, principalmente si se trata de una sanción por violación a las

normas y reglamentos administrat¡vos.

Conforme al princ¡pio que se examina, los órganos adm¡nistrat¡vos, tienen la obl¡gac¡ón

de informar al particular, de la ex¡stencia de un proced¡miento iniciado en su contra, y en

consecuencia, otorgarle la posibilidad de enterarse del contenido y los motivos del

mismo, para que pueda presentar las pruebas que considere ne@sar¡as, a efecto de

desvirtuar lo que la administración dice, y en su momento oportuno, utilizar los med¡os

de impugnación regulados en el ordenamiento jurídico, en mntra de lo resuelto por la

admin¡stración pública.

Por otra parte, lo regulado en e! Artículo 12 de la Const¡tuc¡ón Polít¡ca de la Repúbl¡ca

de Guatemala, respecto al derecho de defensa, es apl¡cable a cualqu¡er materia y como

norma constitucional o suprema, merece como sucede en materia procesal penal, su
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desarrollo a través de normas ord¡narias, como en el presente, regular el derecho

defensa dentro de un plano de ¡gualdad ante la ley.

La garantía del derecho de defensa, con carácter estr¡ctamente procesal, consiste en no

ser privada ninguna persona en su derecho a la libertad, a la vida, a la propiedad,

presupone para ello la tramitación de un proceso en el cual se han cumpl¡do todas las

formal¡dades esenc¡ales que la ley señale para garantia deliust¡ciable y del valorjusticia

que representa el Estado a través de los óranos encargados de su apl¡cación.

El derecho de defensa se encuentra vinculado con la acc¡ón proc€sal por el carácter

bilateral de la misma, involucra, además, el derecho material de Ia ley preestablecida y

el derecho a un juez competente e imparc¡al.

Según enseña el Profesor Dév¡s Echandía: 'El derecho const¡tucional de defensa en los

procesos es uno de los más elementales y al mismo tiempo parte impresc¡nd¡blemente

de todo orden juríd¡co y de cualqu¡er Estado de Derecho. Ese derecho de defensa

corresponde tanto al actor como al opositor, a demandante como a demandado, al

querellante como al imputado, al administrado frente a la administración, a la sociedad

frente al cr¡men como al procesado por éste. Suele pensarse únicamente en los

segundos cuando se le proclama y def¡ne; pero esto es un error ev¡dente porque

también se ejerc¡ta la defensa demandando, querellándose, formulado la acción para

iniciar el proceso.l6

16 
Dévis Echandía, Hemado, Erudiosde Derecho Prorcsal, Pág.398
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CAPÍTULO IV

4. Supremacíaconstitucional

4.1. Concepto de supremacía constituc¡onal

Por supremacía debe entenderse iodo aquello que está por encima de iodos y de todo.

Dentro del ordenamiento jurídico iegal, la supremacía constitucional constituye la base

sobre la cual se logra la correcta aplicación de toda norma o ley, atendiendo los

derechos constitucionales debidamente reconocidos

La Constitución Polít¡ca de la República de Guaiemala, en su Título ll establece los

derechos inherentes a toda persona, por lo que al referirse a la existencia de una

supremacía constitucional, el órgano legislativo encargado de la creación de las normas

ord¡narias, debe aplicar obligatoriamente la norma suprerna. En caso contrar¡o, el

resuliado carecería de toda validez, puesto que nadie puede ser vulnerado en sus

derechos.

Mynor Pinto Acevedo indica que: "La justicia constitucional adquiere especial

importancia en el Esiado Moderno, porque constituye el medio por el cual se iogra la

plena vigencia de las norrnas contenidas en las leyes fundamentales. Efectivamente, el

principio de super legalidad constitucional que informa a los diferenies sisiemas

jurídicos, se puede resumir diciendo que la Consiiiución representa una ley suprema
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vinculanle lanto para gobernados como para todos los órganos const¡tuidos,

para el legislador.lT

La relación hecha por el l¡cenciado Mynor Pinto Acevedo denota la importancia que

posee la supremacía constitucional, toda vez que la m¡sma es de observanc¡a general,

ten¡endo como ún¡ca final¡dad la correcta creación y aplicación de toda norma o ley

sujeta a la ley suprema. (Constituc¡ón).

4.2. Evolución

Con las reformas políl¡cas producidas por la Revolución Francesa se comienza a

conceb¡r un concepto fundamental para el estado de derecho moderno, el límite al

poder. El objet¡vo de las primeras const¡tuc¡ones modemas es, fundamentalmente,

recono@r derechos del ciudadano frente al estado. De aqui surge que una ley

fundamental, una const¡tuc¡ón, es una garantía para las personas.

La supremacia constitucional tamb¡én se relaciona con la pirámide juríd¡ca de Hans

Kelsen o Pirámide Kelseniana, quien ubicaba a Ia mnstitución en la c¡ma de esa

pirámide para representar gráf¡camente su importancia. Debajo de la const¡tuc¡ón ubica

al resto de la normat¡va ¡nterna de un Estado.

Hoy día la idea de la p¡rám¡de juríd¡ca ha s¡do modificada por la realidad inlernacional

actual, s¡gnada particularmente por dos aspectos que, en definitiva derivan de la

" pinto¡ceve¿o, tr¡yno¡. taJú.¡sdicc¡óñ constituc¡oñal en cuatemala. Pág- 19
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internac¡onalizac¡ón, a saber: los procesos de lntegrac¡ón reg¡onal, como la Un¡ón

Europea, y la proliferac¡ón de tratados internac¡onales globales, como la Declarac¡ón de

Derechos Humanos, y otras.

Muchos Estados, demostrando mmpromiso intemac¡onal, se adhieren a los tratados

¡nternacionales y les otorgan una jerarquía igual o super¡or a la de su propia

const¡tución. Esto trae como resultado la ampliación de los derechos y garantias de las

personas y una mayor l¡m¡tación al poder de la maquinaria estatal.

Todo esto ha llevado a algunos juristas a hablar de un bloque de constituc¡onalidad, que

básicamente cons¡stirla en agregar a la cima de la ya menc¡onada pirámide los

resultados del derecho internacional

4.3. Defin¡ción

La Supremacía Constitucional es un princip¡o teór¡co del derecho constituc¡onal que

postula; originalmente, ubicar a la const¡tución de un país jerárquicamente por encima

de todas las demás normas jurídicas, internas y externas, que pueden llegar a reg¡r

sobre todo ese país.

Para Elisur Arteaga Nava la supremacía const¡tucional es: "Toda const¡tuc¡ón por el

hecho de serlo, goza del atributo de ser suprema. Para poder constituir requiere estar

por enc¡ma de toda ¡nstituc¡ón jurídica, es preciso que todo le sea inferior, lo que no lo

\;-' l-s1\*.i
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es, de una u otra forma es parte de ella- El atributo de ser super¡or es ¡mpon¡ble a

particulares y órganos de autoridad; todos están sujetos a lo que disponga su texto.'18

Es ¡mportante hacer notar que el órgano legislat¡vo es en muchas ocas¡ones quien debe

tener el debido cuidado y la deb¡da observanc¡a de lo normado por la constitución, toda

vez que como bien lo expus¡eron los autores mencionados, la supremacía constituc¡onal

es aplicable a todos, tanto a las autoridades como a qu¡enes se gobiema.

Como quedó establecido en capítulos anteriores, el derecho de defensa es un pr¡ncipio

de derecho y tiene una expresión constitucional, pud¡endo definirse como aquél que

hace alus¡ón al derecho ¡nherente que fienen todos los seres humanos a gozar de

protección de la persona en contra de cualquier tipo de arbitrariedades.

La supremacia constitucional es por ende el marco del ordenamiento jurid¡co general,

que reviste de legalidad y ceieza a todas las normas que lo integran, tal y como el

Licenciado Juan Franc¡sco Flores lo def¡ne: "La adecuación de las normas jurídicas a la

constituc¡ón es s¡empre prenda de seguridad y paz soc¡al, porque la constitución es el

lÍmite a la voluntad humana en el gobiemo y garantia de los gobernados. En ese

carácter, expresa César Enr¡que Romero, radica Ia importancia superlativa de la

const¡tución, porque sobre todas las cosas la vieia defn¡c¡ón de Borgeaud, ella es una

ley de garantías; garantía de la nación contra las usurpaciones de los poderes a los

13 
Arteasa Nava, El¡sur. Derecho co¡st¡tuc¡onal- Pág.3
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cuales ha debido confiar el ejercicio de su soberania, y garantía también de la minoría

contra la omnipotenc¡a de la mayoría al decir de Eisenmann."le

Por lo tanto, cuando una norma juríd¡ca no se adecúa a lo normado por la Constitución

Política de la República de Guatemala, se obv¡a la supremacia constituc¡onal y debe

acudirse a los medios establec¡dos en la misma Const¡tuc¡ón y en la Ley de Amparo,

Exhibición Personal y de Constitucional¡dad, s¡endo la inmnstitucionalidad la que para

el efecto debe ser objeto de anál¡sis.

4.4. La inconstituc¡onal¡dad en caso general

Según Manuel Ossorio, el vocablo inconstitucional significa: "Se han de reputar como

inconst¡tuc¡onales todos los actos, leyes. decretos o resoluciones que se aparten de sus

normas o la contradigan."2o

La acción de inconst¡tuc¡onalidad procede en aquellos casos en que no se ha

observado la supremacía const¡tucional deb¡damente plasmada en los Artículos 44, 175

y 254 de la Const¡tución Polít¡ca de la Repúbl¡ca de Guatemala, por cuanto que la

noma transgrede algún derecho const¡tucional. El¡sur Arteaga Nava se refiere a las

inconst¡tucional¡dades como: "La acción de ¡nconst¡tucional¡dad en una vía de

1' 
Flores Juárez, luan Francisco. Const¡tución y Justica Const¡iuc¡onal. Págs. 74 y 7s

4 Ossorio, Manuel, Dicc¡onafio de Cienc¡.sJurfdlcas, Políticas y Sociales. Pág. 373
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impugnac¡ón l¡m¡tada, se encamina a enmendar posibles contradicciones entre una

en si, en cuanto a su contenido y la Constitución".21

4.4.1. T¡pos de inconstitucional¡dad

La Const¡tuc¡ón Polít¡ca de la República de Guatemala en su Artículo 266 regula que:

"lnconstitucionalidad de las leyes en casos concretos. En casos concretos, en todo

proceso de cualquier competencia o jurisdicción, en cualquier ¡nstancia y en casación y

hasta antes de d¡ctarse sentencia las partes podrán plantear como acción, excepción o

¡ncidente, la inconstitucionalidad total o parc¡al de una ley."

As¡mismo, elArtículo 267 de la Ley Suprema est¡pula lo siguiente: "lnconst¡tucional¡dad

de las leyes de carácter general. Las acc¡ones en contra de leyes, reglamentos o

dispos¡ciones de carácter general contengan vic¡o parcial o total de inconst¡tucionalidad,

se plantearán ante el Tribunal de o Corte de Constitucional¡dad".

De lo anterior, deviene que ex¡sten dos tipos de ¡nconst¡tucional¡dad, en casos

concretos y en leyes de carácter general atend¡endo a que si la misma se verifica dentro

de un proceso o en una ley, reglamento o disposición de carácter general.

La Ley de Amparo, Exh¡bición Personal y de Constitucionalidad en el Artículo 116,

regula que la lnconst¡tucional¡dad en caso concreto puede plantearse de tres formas: a)

como única pretensión, b) como excepc¡ón y c) como incidente.

':1 Artesa Nava, Elisur. ob . Crt. Páf'. u7
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lnconstitucional¡dad en caso concreto como ún¡ca pretens¡ón: 'Planteada la demanda,

el tribunal dará aud¡encia al M¡n¡ster¡o Público y a las partes por el término de nueve

días. Vencido ese término podrá celebrarse vista pública si alguna de las partes lo

pidiere. El tribunal resolverá dentro de los tres días s¡guientes. La resolución será

apelable ante la Corte de Constitucionalidad. Artículo 121 de la Ley de Amparo,

Exhib¡ción Personal y de Constitucionalidad.'

lnconst¡tuc¡onalidad en caso concreto como excepción o incidente. 'En caso concreto,

las partes plantear, como excepción o en inc¡denc¡a la ¡nconstitucionalidad de una ley

que hub¡ere sido citada como apoyo de derecho en la demanda, en la contestac¡ón o

que de cualquier modo resulte del trámite de un juicio. Articulo 123 de la Ley de

Amparo, Exh¡b¡ción Personal y de Constituc¡onalidad.

Planteada la inconstitucionalidad de una ley, como excepción o en ¡nc¡dente, el tribunal

la tram¡tará en cuerda separada, dará audiencia a las partes y Ministerio Públ¡co por el

térmíno de nueve días y haya s¡do o no evacuada resolverá dentro de los tres días

s¡gu¡entes. La resolución es apelable. Afículo 124 de la Ley de Amparo, Exh¡bición

Personal y de Constitucionalidad.

Para el caso objeto de anál¡sis, deben tomar en cuenta que el Artículo 999 del Cód¡go

de Comerdo de Guatemala t¡ene una aplicación erga omnes, es decir de carácter

general, por lo que la ¡nconst¡tuc¡onal¡dad de carácter general es la que se tendrá a bien

desarrollar.
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\s'r'4.4.2. Aspectos generales

Mynor P¡nto Acsvedo se ref¡ere a la inconstitucional¡dad en caso general y d¡ce que:

"La acción d¡recta de inconstitucionalidad contra leves, reglamentos o d¡spos¡c¡ones de

carácter general que contengan vic¡o parc¡al o total de ¡nconstituc¡onal¡dad, persigue

que la legislac¡ón se mantenga dentro de los límites que la prop¡a Constituc¡ón ha ftado,

excluyendo del ordenamiento jurídico las normas que no se conforman con la m¡sma,

anulándose con efectos generales 'erga omnes" y hacia el futuro (ex nunc)."22

Dentro del ordenamiento iurídico legal, cuando la acción de inconst¡tuc¡onalidad se

plantea en caso general, se encuentra ante un control concentrado, esto se ref¡ere a

que el único ente con capacidad y mmpetencia sufic¡ente para poder conocer la misma

es la Corte de Constituc¡onal¡dad cuyos efectos al momento de emitir un fallo serán en

general y dejarán de surtir efectos desde ese momentos.

La ¡nconstitucionalidad en caso general t¡ene la característ¡ca de ser planteada a

poster¡ori, puesto que se ejerce luego de que la ley, reglamento o disposición de

carácter general han entrado en vigenc¡a y por lo tanto surte los efectos buscados por el

legislador al crearla. Esta acción es ejerc¡da de manera popular, por cualquier persona

sea natural o juridica, que se encuentre en el pleno goce de sus derechos únicamente

con el auxilio de tres abogados. El hecho de que esta acción de inconstitucionalidad se

dé med¡ante una acc¡ón popular, se refiere a que la persona que la plantee ante la

Corte de Constituc¡onalidad no debe en ningún momento acred¡tar un ¡nterés juríd¡co.

" Mynor Pinto Acevedo. ob cit. Pás.49
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La Corte de Constitucionalidad corno únlco ente facultado para conocer de la

inconstitucionalidad en caso general, con el transcurso del tiempo ha dejado airás

dentro del trámite el principio dispositivo. "nemo iudex sine actore", es dec¡r, que solo

puede conocer de las mismas a instancia de parte, lo cual a partir del veintlcinco de

mayo de mil novec¡entos noventa y tres cambió de manera radical, puesto que por

medio de un Decreto del entonces Presidente de la República, Jorge Serrano Elías

denominado Normas Temporales de Gobierno, la Corte de Constitucionalidad comenzó

a analtzar de oficio las leyes, reglamentos y d¡sposiciones de carácter general y a

declararlas inconstitucionales.

A lo anterior, se suma que la Corte

que el accionante le plantea, por

inconstitucionales

Constitucionalidad puede ir aún más allá de lo

que puede entrar a conocer otros aspectos

de

lo

4.4.3. Leg¡timac¡ón para plantear la ¡nconst¡tuc¡onalidad en caso general

En la actualidad la inconstiiucionalidad no se promueve únicamenie por todas aquellas

personas individuales que se ven afectadas en sus derechos constitucionales, sino que

tienen legitimación para dicho planteamiento en contra de las leyes, reglamentos y

disposiciones, según lo regulado por el Artículo 134 de Ia Ley de Amparo, Exhibición

Personal y de Consiitucionalidad:

"La Junta Directiva del Colegio de Abogados actuando a través de su presidente.

El Ministerio Público a través del Fiscal General de la Nación.

8l



El Procurador de los Derechos Humanos cuando afécten sus intereses.

Cualqu¡er persona con el auxilio de tres abogados coleg¡ados activos."

4.4.4. Competencia para conocer de la incongtituc¡onalidad en caso géneml

De conformidad con lo establecido en e¡Artículo 272 de la Const¡tución de la Repúbl¡ca

de Guatemala y el Artículo 163 de la Ley de Amparo, Exhibic¡ón Personal y de

Const¡tuc¡onalidad, coffesponde con exclusividad a la Corte de Constitucionalidad

conocer en ún¡ca ¡nstanc¡a de las impugnaciones interpuestas contra leyes o

d¡sposiciones de carácter general, objetadas parc¡al o totalmente de

inconst¡tucionalidad, en atención a lo mencionado con anterior¡dad en cuanto al control

concertado que ejerce la Corte de Constitucionalidad, al ser el ún¡co ente encargado de

conocer de la ¡nconstitucional¡dad en caso general.

4.4.5. Formas de plantéar la inconstitucionalidad

De conformidad con lo regulado en los Articulos 133 y 142 de la Ley de Amparo,

Exh¡bic¡ón Personal y de Constitucionalidad el trámite que debe seguirse desde el

planteamiento de la ¡nconst¡tucionalidad hasta la declaratoria de la misma es el

s¡guiente:

a. 'Presentac¡ón de sol¡c¡tud por escrito ante la Corte de Const¡tuc¡onal¡dad, con los

requis¡tos exigidos en toda pr¡mera solicitud conforme a las leyes procesales.

82



b. La Corte de Constluc¡onalidad deberá decretar de ofcio s¡n formar articulo,

dentro de los ocho días sigu¡entes a la ¡nterpos¡ción, la suspens¡ón prov¡s¡onal de

la ley, reglamento o d¡spos¡c¡ón de carácter general, si a su juicio la

inconst¡tuc¡onal¡dad fuere notoria y suscept¡ble de causar gravámenes.

c. Decretada o no la suspens¡ón se dará audienc¡a por qu¡nce días comunes al

Minister¡o Públ¡co y a cualesqu¡era autoridades o ent¡dades que la Corte de

Constitucional¡dad estime pertinente.

d. Transcurrido el plazo, evacuado o no, se señalará la vista dentro del término de

ve¡nte días. Puede ser públ¡ca si así lo pidiere el ¡nterponente o el M¡nisterio

Público. La sentencia deberá pronunciarse dentro de los veinte dias siguientes a

la v¡sta.

e. Se d¡ctará sentenc¡a dentro del término máx¡mo de dos meses a part¡r de la

fecha en que se haya ¡nterpuesto la inmnstitucionalidad. El efecto de la

declarator¡a de inconst¡tucionalidad es que la ley, reglamento o dispos¡ción de

carácter general, quedarán s¡n v¡genc¡a."

Ninguna norma puede ser protectora de una sola de las partes dentro de una relac¡ón

juríd¡ca; en el caso que nos ocupa, es importante establecer que el derecho de defensa

es un derecho ¡nherente a todos ser humano, ya qüe el mismo es de observancia

obl¡gatoria, lo que implica cuest¡onar si una no¡ma juríd¡ca crea un confl¡cto con la

Constitución Política de la Repúblíca de Guatemala.



Es ¡mportante hacer relación que los diputados del Congreso de la Repúbl¡ca son

quienes deben lener cu¡dado y la deb¡da observancia de lo normado por la Constitución

Polít¡ca de República de Guatemala, toda vez que la supremacia const¡tuc¡onal es

apl¡cable a todos, ianto a las autoridades como a quienes se gob¡ema.
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CAPíTULO V

5. Anál¡s¡s legal del recurso administrativo de revocator¡a en mater¡a mercantil

El recurso de revocatoria, no se encuentra regulado en el Código de Comercio de

Guatemaia, además no se establece si es o no procedente dicho recurso en el ámbito

mercantil, ya que no existe una norma específica que lo regule dentro de dicho cuerpo

legal, s¡no únicamente existe una norma especifica que lo regule dentro de dicho cuerpo

legal, sino únicamente existe una normativa en cuanio al iema de los recursos en

general.

Es por ello que a criterio del auior, se considera necesario hacer un análisis detallado

en cuanto a la procedencia o no del recurso de revocatorja en el ámbito del Registro

Mercantil, así como la vulneración del derecho constitucional de defensa; analizando

cada uno de los criterios practicados por el propio Registro Mercantil en tono a dicho

medio de impugnación.

5.1. Análisis de los cr¡ter¡os del Reg¡stro Mercant¡l para inadm¡t¡r el recurso de

revocatoria

El Registro Mercantil en el ejercicio de su función registral, ha conocido de distrntos

exped¡entes en donde se han presentado recursos de revocatoria, y ha inadmitido los

m¡smos. tomando en consideración una serie de criterios
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A continuación se procederá a hacer un análisis profundo sobre cada uno de los

cr¡terios que a la fecha han serv¡do de fundamento por parte del Registro Mercant¡l para

no admitir los recursos de revocator¡a que han sido planteados.

5.1.1. Criterio de preem¡nencia de ley

Uno de los criterios en que se han fundameniado el Registro Mercantil en los casos de

recursos de revocator¡a que han sido ¡nterpuestos, es el que se refiere al criter¡o de

preeminenc¡a de ley.

El Reg¡stro Mercantil establece que no está sujeto en su actuación a los recursos

administrat¡vos ni a los judiciales que se contemplan en la Ley de lo Contencioso

Adm¡n¡slrativo, sino a los que establece el propio Código de comercio por ser una ley

específica de su creación y su desenvolvimiento ¡nstitucional, tomando como referencia

Io contemplado en la Ley del Organ¡smo Judicial para dicho tema.

Respecto del criterio antes referido, se puede afirmar que el Registro Mercantil toma

como fundamento legal para todo rechazo a recursos de revocator¡a que son

presentados, por lo cual es importante anotar lo estipulado en el Artículo 13 de la Ley

del Organismo Judic¡al el cual establece; "Primacía de las d¡spos¡ciones especiales de

las leyes, prevalecen sobre las dispos¡ciones generales de la misma o de otras leyes."

En tal virtud, el Registrador Mercant¡l al conocer de un recurso de revocator¡a que es

planteado lo rechaza in lim¡ne, con base en lo establecido en elArtículo 350 del Cód¡go

de Comerc¡o-



En relación al Artículo 350 del Cód¡go de Comercio de Guatemala, el Registrador

Mercant¡l en diversas resoluciones emitidas establece: 'que dicha norma es

sumamente clara y precisa y que no requiere labor de ¡nterpretación y/o exégesis

juríd¡ca al establecer que contra lo resuelto por el Reg¡strador Mercantil no cabe recurso

alguno, es decir que en casos de recurso de revocatoria planteados no cabe ni la vía

administrativa bajo ninguna circunstancia, así como tampoco la vía procesal del

¡ncidente de reclamo a que se refiere el Artículo 348 del Cód¡go de Comerdo de

Guatemala , porque ésta es una norma genérica y la del Artículo 350 es una noma

específica en el caso de opos¡c¡ones a razones soc¡ales, denom¡naciones sociales y

nombrcs comerciales". Sin embargo tal y como se expl¡ca más adelante, el Articulo 350

del Cód¡go de Comercio es ¡ncompat¡ble con la Ley de lo Contencioso Adm¡nistrativo y

por lo tianto se produjo una derogatoria tácita de dicho articulo.

El Registro Mercantil concluye su criter¡o ind¡cando lo s¡guiente: "que el Registrador

Mercant¡l no está sujeto en su actuación a los recursos admin¡strativos ni a los jud¡ciales

que se contemplan en la Ley de lo Contenc¡oso Adm¡nistrat¡vo, s¡no a los que se

establecen en e¡ Código de Comerc¡o de Guatemala, que es la ley específica de su

creación y de su desenvolvimiento institucional, así como a las acciones y/o recursos o

defensas contemplados en la legislac¡ón procesal c¡v¡l y mercantily que sean aplicables

en el ámb¡to del derecho registral".

El cr¡terio antes sustentado por parte del Registro Mercantil establece que ningún

usuaío puede acceder a los recursos que la normativa guatemalteca regula.
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5.1.2. Criterio de la autonomía de los registrado¡es

Otro criterio expresado para rechazar los recursos de revocator¡a que son presentados

ante el Reg¡stro Mercant¡l es el que hace referencia a la autonomía de dec¡sión que

posee todo Registrador.

El Registro Mercant¡l ha establecido en diversas resoluc¡ones que los registros y

registradores gozan de un estatus espec¡al que le garantiza plena autonomía en su

función calificadora y1o registral. Es decir que los Registradores tienen plena autonomía

en sus decisiones y éstas emiten como consecuenc¡a del estud¡o y anális¡s respecto de

los actos y/o negocios juridicos sujetos a su sanción e inscr¡pción.

Este cr¡ter¡o reg¡stral es cla¡o al establecer ¡a autonomía que goza el Registrador

Mercantil para resolver los recursos de revocator¡a que son planteados. Deb¡do a que

ello, s¡ un usuario no está de acuerdo con la decisión tomada por el registrador en el

ejercicio de su función, éste puede impugnar d¡cha resoluc¡ón por la via jud¡c¡al

únicamente y no ante el mismo reg¡stro por éste gozar de autonomía en la toma de sus

dec¡s¡ones.

A opin¡ón del autor, por medio del presente criterio, el Registrador Mercant¡l se arroga

un "status" especial, por el cargo que representa, s¡tuación que no debe.ia darse, ya

que existen en nuestro país ejemplos distintos de reg¡stros tales como el de la

Prop¡edad, el de la Prop¡edad lntelectual, el C¡v¡|, el de Cédulas, que poseen una igual

pos¡ción en su actuac¡ón registral y que éstos en ningún momento se denom¡nan o



atribuyen funciones especiales más que las que su prop¡a ley les regula. El Registrador

Mercant¡l es un func¡onaío, que por ser el super¡or jerárquico de un ente admin¡strat¡vo,

en este caso el Registro Mercantil, debe estar sujeto, como todo órgano administrat¡vo,

a los recursos que establece la ley sin distinc¡ón alguna n¡ preferenc¡a de cualqu¡er t¡po.

5.1.3. Crilerio llamado de la'fur¡sdicción registral"

Un terc€r criterio en que se fundamenta el Registro Mercantil para rechazar los recursos

de revocatoria que son planteados, es el que se ref¡ere al tema de la func¡ón de los

reg¡stradores. El Registro Mercant¡l es del cr¡terio que el Registrador Mercantil ejerce

una jurisdicción registral nacional y por ello sus resoluc¡ones son actos jurisdiccionales,

por lo que confo¡me a la doctrina no pueden ser modif¡cados por el Ejecutivo (Ministerio

de Economia).

Se d¡ce que no pueden ser modificados, ya que el elemento fundamental del acto

jur¡sd¡ccional es la comprobación con fuerza de verdad legal de situac¡ones juridicas o

hechos.

Es decir, que si el Registrador determ¡na que un acto, contrato o negoc¡o juríd¡co que se

somete a su inscripc¡ón es suscept¡ble de registro, una vez inscrito el mismo, se

presume ¡uris iantum su validez y exactitud, por lo que sólo puede cancelarse a través

de declarac¡ón judicial de ¡nexactitud o nul¡dad.
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A op¡n¡ón del autor, el criterio anter¡or sustentado por el Registro Mercant¡l es motivo de

varias críticas que van orientadas sobre d¡stintos aspectos, siendo uno de estos tema

de su denominación.

EI Registro Mercantil denomina como 'lurisdicc¡ón reg¡stral" a la act¡v¡dad eiercida por

éste y considera a sus resoluc¡ones como actos jurisdiccionales. Al estud¡ar Ia

def¡n¡ción de la palabra jurisdicción se puede establecer que es aquella act¡v¡dad

ejercida por el Estado por medio de sus órganos jurisd¡cc¡onales (tr¡bunales de justicia),

con el fin de lograr ¡mpartir just¡c¡a a todo el conglomerado soc¡al por med¡o de sus

resoluciones judiciales. En ese sent¡do, se afima que la activ¡dad jur¡sdiccional es la

princ¡pal atr¡bución que le conesponde llevar a cabo en forma exclusiva al Organismo

Judicial por medio de los tribunales de justic¡a, func¡ón que se encuentra debidamente

regulada en la Constituc¡ón.

EI Registrador Mercantil además establece con el presente criterio que toda resoluc¡ón

emit¡da por el reg¡strador no puede verse modificada por su superior jerárquico, en ese

caso por el Minister¡o de Economía. En la actual¡dad todos los recursos de revocatoria

presentados ante el Reg¡strad$ Mercantil al Registro Mercantil para que éste conozca

de los mismos, ya que el Reg¡stro Mercantil los ha rechazado de forma inmed¡ata.

Lo anter¡ormente expuesto, es objeto de crítica, ya que en nuestro país ex¡sten

diversos ejemplos de Registros que dentro de su escala jerárquica poseen un ente

superior que está en todo momento obligado a conocer de los recursos de revocatoria

que lo son planteados, por lo que no existe fundamente para que las resoluc¡ones del



Registrador Mercant¡l no sean elevadas a superior jerárquico para su rev¡sión, ya que

como se indica más adelante, el artículo 350 del Código de Comercio fue derogado por

la Ley de lo Contencioso Adm¡nistrativo.

5.1.4. Criterio de la autonomía e ¡ndependencia funcional

Un último criterio en que se fundamenta el Registro Mercantil para resolver los recursos

de revocator¡a, es el que toma como referencia a la denom¡nada "Declaración de

Antigua".

La Declaración de Antigua fue una reunión celebrada los días d¡ecisiete a¡ veintiuno de

febrero del año dos mil tres en la Ciudad de Ant¡gua Guatemala. Dicho evento consistió

en un Encuentro lberoamericano de Sistemas Registrales convocados por la Agencia

Española de Cooperación lntemacional, la Fundación lntemacional y para lberoamérica

de Administración y Polít¡cas Públicas y el Colegio de Regislradores de la Propiedad y

Mercant¡les de España en su mnd¡ción de expertos registrales.

La Declarac¡ón de Antigua tuvo como objeto principal, tal y como establece su texto, el

sigu¡ente: "pretende poner de manifiesto la función económica que están llamados a

cumplir los sistemas reg¡strales, es dec¡r favorecer el crecimiento económico, el

bienestar público y la paz social, med¡ante la protección iurídica de los derechos de

propiedad y, espec¡almente, de las transacciones de los mismos, así como los

princip¡os organ¡zat¡vos y gestores a los que ¡dealmente deben acomodarse para
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cumpl¡r d¡cha func¡ón con el más alto grado pos¡ble tanto de efic¡enc¡a como de

eTtcacta

En el presente cr¡ter¡o, el Reg¡stro Mercant¡l para rechazar los recursos de revocator¡a

que son planteados, ha innovado las principales ideas ¡ncorporadas en la Declarac¡ón

de Ant¡gua, s¡endo un extracto de la declarac¡ón el principal fundamento para resolver

los recursos de revocatoria- Dicho extracto establece lo siguiente: "Si fuese Ia

Admin¡strac¡ón la que decidiera, se estaría vulnerando el pr¡ncip¡o de tutela judic¡al

efectiva que confoma la estructura de los Estados de derecho". Dicha af¡rmación hace

referencia que el recurso de revocatoria es un recurso de alzada y que en el caso de

ser planteado ante e¡ p¡opio Reg¡strador Mercantil, éste últ¡mo tendría que elevarlo al

superior jerárquico, siendo el Ministerio de Economía a quien le correspondería conocer

del mismo.

Por lo anter¡or, se puede af¡rmar que el Registro Mercantil toma como otro fundamento

para inadmit¡r los recursos de revocatoria que son planteados, un documento firmado

en el año dos mil tres que hace referenc¡a a un encuentro de reg¡stradores del istmo

celebrado en la ciudad de Antigua Guatemala. Dicho documento por más beneficioso y

enriquecedor que haya sido, no const¡tuye un documento que posea el caÉcter de

fueaza de ley, por lo que no debe ser v¡nculante para el desenvolvimiento de los

registradores y no puede ser superior a una ley ordinaria que establece los medios de

ts De€laración deAntigua Guatemala, febrero 17 a'21de 2003: Encuentro lberoamer¡.ano de Silemas Registrales
convoaado por la Agencie €spáñole de Cooperación lnt€rnacional, la Funda€¡ón lnternacio¡al y para
lberoamérica de Administración y Pollticas Pr¡blicas y el Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles
de €spafa €n su condic¡óñ de expertos re8istr¿les.
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impugnación que t¡enen a su alcance los adm¡nistrados para cuestionar toda resolución

que emita la Administración Pública.

5.2. Análisis legal del recurso de revocator¡a en materia mercanül

El conflicto de leyes que se anal¡za a continuación, nace a raíz que la leg¡slación regula

por un lado, que contra las oposic¡ones a la inscripc¡ón sociedades mercantiles

relativas a la razón soc¡al, la denominación soc¡al o el nombre comercial, será resuelta

por el Registrador Mercant¡|, y que contra esa resolución no @be recurso alguno

(Artículo 350 del Código de Comercio) y, por otro lado, la Ley de lo Contencioso

Adm¡n¡strativo establece que procede el recurso de revocator¡a contra las resoluc¡ones

dictadas por autoridad administrativa que tenga superior jerárquico dentro del mismo

minister¡o o ent¡dad descentral¡zada o autónoma. En virtud de lo anterior, es evidente

que ambas normas están en confl¡cto.

Como consecuencia del conflicto jurídico que se analiza, hay quienes afiman que debe

prevalecer lo d¡spuesto en el Código de Comercio ya que es la norma específica en

mater¡a Mercant¡|. Este es el actual criter¡o del Registrador Mercantil, por lo que un

recurso de revocatoria planteado contra una resoluc¡ón de esta natuÍaleza es

rechazado in limine; uulnetando con ello el derecho de defensa de los adm¡nistrados,

toda vez que estos no pueden oponerse a las resoluciones emit¡das por dicho

Registrador.
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Por olra parte hay otros crite.¡os que afirman que el recurso de rcvocatoria es

procedente porque la Ley de lo Contencioso Administrativo es específica en mater¡a de

recursos administrativos, y además, porque en todo caso, hay una derogac!ón parc¡al

del Cód¡go de Comerc¡o Adm¡nistrativo que son posteriores a las del Cód¡go de

Comerc¡o en materia de recursos, son incompatibles con las dispos¡ciones de ésle en

materia de recursos (Artículo I l¡teral b de la Ley del Organ¡smo Judic¡al, El cual a

cr¡ter¡o del autor, es la af¡rmación correcia, para dar con ello cumplimiento a las

disposiciones constitucionales.

El conflicto anteriormente ¡nd¡cado, es lo que da origen al prese¡te estud¡o, el cual

pretende resolverse med¡ante un análisis e ¡nterpretac¡ón profunda de las normativas

que se encuentran en conflicto, es decir la Ley de lo Contenc¡oso Administrativo y el

Código de Comercio de Guatemala, pero antes es necesario rcal¡zar un análisis de lo

establecido en la Ley del Organismo Jud¡cial al efecto.

5.2.1. Ley del Organ¡smo Judicial

La Ley del Organismo Judicial, Decreto 2-89 del Congreso de la República y sus

reformas, en su Artículo 8 establece: 'Derogatoda de leyes: Las leyes se derogan por

leyes poster¡ores:... b) Parcialmente, por incompatib¡lidad de d¡spos¡ciones contenidas

en las leyes nuevas con las procedentes.

El artículo anter¡or es de esp€cial importanc¡a ya que con ello se evidenc¡a el pr¡nc¡pio

de espec¡alidad de las leyes. El principio de derogator¡a tácita se basa, en efecto, en



una aplicación del principio lóg¡co de no contrad¡cción en el ámbito jurídico, ya que

estando estructurado, el ordenamiento jurídico como s¡stema lógico de conceptos,

queda exclu¡da del mismo la contradicción, no pudiendo ser simultáneamente válidas

dos normas contradictorias sobre la m¡sma conducta.

Además elArtículo 9 de dicha ley establece lo s¡guiente: Supremacía de la Const¡tución

y Jerarquía Normativa: Los tr¡bunales observarán siempre el principio de jerarquía

normativa: Los tribunales observarán s¡emprc el princip¡o de jerarquía normativa y de

supremacía de la Constitución Política de la Repúbl¡ca, sobre cualquier ley o tratado,

salvo los tratados o convenciones sobre derechos humanos, que prevalecen sobre el

derecho interno. Las Leyes o tratados prevalec€n sobre los reglamentos, carecen de

validez de las disposiciones que mntradigan una norma jeÉrquica superior."

En el artículo anter¡or se rec¡noce la ierarquía normativa por virtud de ¡a cual las

dist¡ntas nomas forman una ún¡ca un¡dad, y la validez de las mismas depende de su

adecuación a otras de superior jerarquía hasta llegar a la Constitución que es la norma

suprema de nuestro ordenam¡ento juridico.

Por su parte el Artículo 10 del mismo cuerpo legal establece: "lnterpretac¡ón de la Ley:

Las normas se interpretaran conforme a su tefo según el sentido propio de sus

palabras, a su contexto y de acuerdo a las disposic¡ones const¡tucionales.

Elconjunto de una ley serv¡rá para ilustrar el conten¡do de cada una de sus partes, pero

los pasajes oscuros de la misma se podtá aclatat, atendiendo al orden s¡gu¡ente:



a) A la finalidad y al espiritu de la m¡sma

b) A la histor¡a fided¡gna de su inst¡tuc¡ón

c) A las dispos¡c¡ones de otras leyes sobre casos o s¡tuac¡ones análogas y

d) Al modo que parezca más conforme a la equidad y a los princip¡os generales del

derecho."

En relación al artículo anterior, se puede deducir en su primer párrafo, el hecho que el

método de interpretac¡ón de nuestro ordenam¡ento jurídico parte del sent¡do l¡teral de la

norma y por ende el punto de partida es un anál¡sis gramatical. En su segundo párrafo,

cuando la norma establece que el conjunto de una ley servirá para ¡lustrar el contenido

de cada una de sus partes, está admitiendo que las leyes forman parte de un todo

un¡tar¡o y que por lo m¡smo no coexisten unitariamente. Posteriormente, dicha

dispos¡c¡ón señala que en caso una ley tenga partes oscuras las mismas se pueden

aclarar de conform¡dad con el orden allí est¡pulado.

Por últ¡mo, pero no menos importante, se encuentra el Artículo 13 del mismo cuerpo

legal, mismo que establece lo sigu¡ente: 'Primacía de ¡as disposiciones especiales: Las

d¡spos¡ciones especiales de las leyes, prevalecen sobre las disposiciones generales de

la misma o de olras leyes.

Con base en las normas antes citadas, relat¡vas a la derogatoria de leyes por

incompatibilidad, a la jerarquía normal¡va del ordenamiento juríd¡co y a la preeminencia

de las leyes especiales frente a las leyes generales, es evidente Io siguiente:
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a) Que la Ley de lo Contencioso Administrativo, al ser posterior al Código de

Comercio y regular específicamente los recursos admin,strativos derogó

táciiamente el Artículo 350 del Código de Cornercio, ya que no puede ni debe

ex¡st¡r contradicción alguna en el ordenamiento jurÍdico

b) Que al ser ia Constitución Política de la República la norma suprema

ordenamiento jurídico y regular ésta la función contralora del Tribunal de

Coniencioso Administrativo para conocer en caso de contienda por actos

resoluciones de la admin¡stración pública, sin excepc¡ón alquna.

c) En materia de impugnaclón de los actos administrativos, la Ley de lo

Contencioso Administrativo debe aplicarse indiscriminadamente prevaleciendo

ésta sobre cualquier otra norma que pretenda regular los recursos

administrativos, en virtud de lo establecido en el Artícuio 13 de la Ley del

Organismo Judicial.

5.2.2. Ley de lo Contencioso Adm¡nistrativo

La Ley de lo Contencioso Administrativo Decreto '1 19-96 del Congreso de la Repúbl¡ca

de Guatemala y sus reformas regula en forma especial, lo referente a los recursos

administrativos

Tal y como lo establece la parte consideraiiva de la Ley de lo Contenc¡oso

Administrat¡vo ésta fue creada a efecto de:

o
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a) Estructurar un proceso que a la vez que garantice los derechos de los

administrados, asegure la efectiva tuteta administrativa y jurisd¡cc¡onal de la

jur¡dicidad de todos los actos de la administración pública.

b) Asegure el derecho de defensa del particular frente a la adm¡nistración.

c) Desanolle los pr¡ncipios constitucionales.

d) Reconoce que el control de la iuridicidad de los actos administrat¡vos no debe

estar subord¡nado a la satisfacción de los intereses part¡culares.

El Artículo 7 de la Ley de lo Contenc¡oso Administrat¡vo, establece el Recurso de

Revocator¡a ind¡cando lo sigu¡ente: "Procede el recurso de revocatoria en contra de las

resoluciones dictadas por autor¡dad admin¡strativa que tenga superior jerárquico dentro

del mismo m¡nister¡o o entidad descentralizada o autónoma. Se interpondrá dentro de

los cinco días sigu¡entes al de la not¡flcac¡ón de la resoluc¡ón, en memor¡al dirigido al

órgano adm¡nistrativo que la hubiere dictado".

El articulo anterior hace referencia a la procedencia del recurso de revocator¡a, y se

aclara que el m¡smo se ¡nterpondrá en contra de las resoluc¡ones admin¡strat¡vas

dictadas por autoridad adm¡nistrativa que tenga super¡or jeráquico. En el presente

caso, el super¡or jerárquico del Reg¡stro Mercantil es el M¡n¡sterio de Economía, por

consiguiente las resoluciones d¡ctadas por el Reg¡strador Mercant¡l se incluyen en las
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conl¡endas, en el Artículo 7 antes referido- En ese sentido, la Ley de lo Contenc¡oso

Administrativo es específ¡ca en materia de recursos administrat¡vos y debe apl¡carse.

Además el Artículo 8 de la mencionada ley, establece la admisión del recurso de

revocator¡a ind¡cando: "La autoridad que dictó la resolución recurrida elevará las

actuac¡ones al respect¡vo ministerio o al órgano super¡or de la entidad, con informe

circunstanc¡ado, dentro de los c¡nco días s¡guientes a la interposic¡Ón." El Articulo 10

del mismo cuerpo legal hace referenc¡a al tema de la legitimación al ¡ndicar: "Los

recursos de revocator¡a y de reposición podÉn interponerse por quien haya s¡do parte

en el expediente o aparezca con interés en el mismo."

Los artículos anter¡ores vienen a dar un mayor soporte legal a la imperatividad de poder

plantear un recurso de revocatoria en materja mercant¡|. Primero en el Artículo 8 de la

Ley de lo Contencioso Adm¡n¡strat¡vo se establece que al momento de presentarse el

recurso, se procederá a elevar ¡as actuaciones al respect¡vo minister¡o o al órgano

supedor de la entidad, en el presente caso por ser el Reg¡stro Mercant¡l qu¡en resuelve,

deberá elevar las actuaciones al Minister¡o de Economía para que conozca en definitiva

del recurso. Además se ¡nd¡ca en el Artículo 10 de la Ley de lo Contencioso

Adm¡n¡strativo, que los recursos sólo podrán presentarse por qu¡en sea parte en todo

procedim¡ento adm¡nistrativo y tenga interés en el mismo.

Por otro lado el Artículo 17 del m¡smo cuerpo legal ¡ndica: "Ámb¡to de los recursos: Los

recursos admin¡strat¡vos de revocator¡a y repos¡c¡ón serán los únicos medios de

¡mpugnac¡ón ord¡narios en toda la administrac¡ón pública centralizada y descentralizada
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o autónoma. Se exceptúan aquellos casos en que la impugnación de resoluc¡ón deba

conocerla un Tribunal de Trabajo y Prev¡s¡ón Soc¡a|." Por últ¡mo el Arliculo 17 Bis del

mismo cuerpo legal indica: "Excepciones: Se exceptúa en mater¡a laboral y en materia

tributaria la aplicac¡ón de los procedim¡entos regulados en la presente ley, para la

substanciación de los Recursos de Revocator¡a, deb¡éndose aplicar los procedimientos

establecidos en el Código de Trabajo y en el Cód¡go Tr¡butario, respect¡vamente."

El artículo anterior apoya el anális¡s real¡zado en apartados anteriores sobrc el tema de

la especialidad en materia de recursos, ya que al haber excluido categór¡camente la

mateia laboral y f¡scal, todos los demás campos quedaron incluidos. Por el pr¡nc¡pio de

exclusión, cuando se excluyen ciertos campos de manera específ¡ca, lo que no está

expresamente exclu¡do, queda inclu¡do en la norma genera. En el presente caso sí

procede aplicar la Ley de lo Contencioso Admin¡strat¡vo en las resoluciones em¡t¡das por

el Registrador Mercant¡|, ya que la misma quedó inclu¡da dentro del ámb¡to de

procedenc¡a del recurso de revocator¡a por no haberse excluido de manera expresa.

En virtud de lo anter¡or, al analizar la Ley de lo Contencioso Administrat¡vo, se puede

concluir lo siguiente:

a) Que la Ley de lo Contenc¡oso Adm¡nistrat¡vo fue creada con el objeto de

estructurar un proceso gue a la vez que garant¡ce los derechos de los

adm¡n¡slrados, asegure la efectiva tutela adm¡nistrat¡va y jurisd¡cc¡onal de la

jurid¡cidad de todos los actos de la administración pública, salvo aquellos casos

de excepción establecidos por la propia ley.



b) Que la Ley de ¡o Contencioso Administrat¡vo busca asegurar el derecho de

defensa del particular frente a toda la adm¡nistración, sin excepción alguna.

Que los Artículos 7 y I de la Ley de lo contenc¡oso Administrat¡vo, establecen un

medio de impugnac¡ón y un procedim¡ento que deben ser respetados, aplicados

y acatados por el Reg¡stro Mercant¡|. toda vez que d¡cha ¡nstitución forma parte

de la admin¡strac¡ón públ¡ca y tiene super¡or jerárquico que debe conocer de los

recursos que interpongan en contra de las resoluciones que dicte tal registro.

Que los Artículos '17 y 17 Bis de la Ley de lo contencioso Adm¡nistrat¡vo

establecen claramente dos únicas excepciones en las que no se aplica el

procedim¡ento establecido en d¡cha noÍmativa y ninguna de esas excepc¡ones

abarca a las resoluciones que dicte el Registro Mercant¡|.

c)

d)

Es ev¡dente pues, que las resoluciones que dicte el Registro Mercantil sí son

impugnables a través del recurso de revocator¡a establecido en la Ley dé lo

Contencioso Administrativo, por lo que el rechazo in l¡mine de éstos que se ha

venido a lo largo deltiempo es una práctica errada e ¡legal, que debe erradicarse.

5.2.3. Código de Gomercio

El Código de Comerdo de Guatemala, Dec¡eto número 2-70 del Congreso de la

República y sus reformas, en todo el articulado no regula lo referente al recurso de

revocatoria s¡no que ún¡camente establece la ¡mpos¡b¡l¡dad de recurrir las resoluc¡ones

d¡ctadas por el Reg¡strador Mercantil.
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El Articulo 350 del refeido código ind¡ca lo s¡gu¡ente: "Opos¡c¡ones: Salvo lo d¡spuesto

en el párrafo siguiente, Ias oposiciones a la inscripción de sociedades mercaniiles

deberán ventilarse, por el proced¡miento de los incidentes, ante un juez de primera

¡nstanc¡a del dom¡cilio de la ent¡dad contra cuya inscripción se formula la oposic¡ón-"

Las oposiciones a la inscripción de sociedades mercantiles relativas a la razón soc¡al, la

denom¡nación social o del nombre comercial, serán resueltas por el Reg¡strador

Mercantil, con base en las constanc¡as del Registro de la Propiedad lndustrial o del

propio Reg¡stro Mercantil que produzcan las partes para demostrar su derecho. Si fuere

el caso, denegará la ¡nscr¡pc¡ón definitiva y cancelará la inscripción prov¡sional. Contra

lo resuelto por el Registrador Mercant¡l en este caso, no cabe recurso alguno. La

responsabilidad por aquellos negocios y contratos realizados durante la v¡genc¡a de la

¡nscripc¡ón provisionalse rige conforme el artículo 18 del Cód¡go de Comercio.

El artículo anterior hace referencia altema de las opos¡c¡ones y claramenle se div¡de en

dos partes. La primera parte se refiere al tema de las oposiciones en torno a la

¡nscr¡pción de sociedades, procedim¡ento que debe ventilarse por el procedimiento de

los ¡ncidentes ante juez competente. En la segunda parte regula los casos específ¡cos

en los cuales es el prop¡o Registrador el encargado de resolverlos, ind¡cando que contra

todo lo resuelto por él no cabe recurso alguno.

Es evidente para el autor, que el Código de Comercio, en su oportun¡dad, cerró las

puertas para que los adm¡n¡strados cuest¡onaran las resoluc¡ones emit¡das por el

Reg¡strador Mercantil, en el segundo de los casos menc¡onados. S¡n embargo, la
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intención de la Const¡tución Política de la República de Guatemala desarrollada en la

Ley de lo Contencioso Adminisfativo, es que absolutamente todos los actos de la

admin¡strac¡ón pública puedan ser cuest¡onados a través de los med¡os de impugnación

establecidos por esta última ley

5.2.4. Constitución Polít¡ca de la República de Guatemala

ElArtículo 12 de la Const¡tuc¡ón Política de la República de Guatemala el cual establece

lo s¡gu¡ente: "La defensa de la persona y sus derechos son inviolables- Nad¡e podrá ser

condenado ni pr¡vado de sus derechos, s¡n haber s¡do c¡tado, oido y vencido en proceso

legal ante juez o tr¡bunal competente y preestablecido.

N¡nguna persona puede seÍ iuzgada por Tribunales Especiales o secretos, ni por

procedim¡entos que no estén preestablecidos legalmente".

De igual forma, s¡ se analiza detenidamente la def¡nición que un inicio se d¡o sobre la

palabra recurso adm¡nistrativo, se establece que const¡tuye'un med¡o por el cual los

part¡culares pueden oponerse a las resoluciones desfavorables de los órganos

adm¡nistrat¡vos". En ese sent¡do, el criterio del Registro Mercantil cierÍa las puertas a

que los usuarios puedan defenderse por medio de los recursos administrat¡vos que la

ley permite, v¡olando claramente su derecho de defensa ante las resoluciones emitidas

por éste. El Registro Mercantil como cualquier otro órgano administrativo, debe estar

sujeto a los recursos administrativos, toda vez que éstos constituyen un med¡o de

103



defensa para los usuarios que se ven violentados en sus derechos por med¡o de las

resoluciones administrativas.

De esa cuenta imped¡r lo resuelto por el Reg¡strador Mercantil puede ser revisado

mediante algún recurso const¡tuye una condena de pr¡vac¡ón a los derechos de los

afectados con dicha resolución sin haber sido citado, oído y vencido en proceso legal

ante juez o tr¡bunal competente y preestablecido. EI problema del Artículo 350 del

Cód¡go de Comerc¡o no es un problema de qué t¡po de juez o tribunal conoce la

controversia, s¡no peor aún, el¡mina ta posibilidad de cualquier t¡po de revisión. Lo

anter¡or constituye una clara violación al derecho de Defensa consagrada en la

Constituc¡ón Política de la República de Guatemala.

Es importante señalar que los derechos de audiencia y al debido proceso reconocidos

en el ArtÍculo 12 de la ley fundamental, al provenir de una norma general prev¡sla en la

parte dogmática, deben tener plena observancia en todo proced¡miento en que se

sancione, condene o afecten derechos de una persona.

Tienen mayor relevancia y características en los procesos judic¡ales es c¡erto, pero su

apl¡cación es ¡mperat¡va en todo tipo de procedimientos, aún ante la administración

pública o en cualquier otra esfera de actuación, media vez, por actos de poder públ¡co,

se afecten derechos de una persona. Tales derechos abarcan la potestad de ser oído,

de ofrecer y produc¡r med¡os de prueba y de rebat¡r las argumentac¡ones deducidas, y el

pronunciamiento definitivo de conformidad con la ley. Su observanc¡a es v¡tal por cuanto

determ¡na protecc¡ón de los derechos de la persona y fortalece la segur¡dad jurídica.



Por lo que, en v¡rtud de la supremacía const¡tuc¡onal, todo el ordenam¡ento juríd¡co debe

guardar armon¡a con los valores, princip¡os y normas, ya sea en materia admin¡strat¡va,

como en cualqu¡er otra, el derecho de defensa deben observarse plenamente.

Por otro lado, los párafos pr¡mero y tercero del Artículo 221 de la Const¡tuc¡ón Politica

de la Repúbl¡ca de Guatemala establecen lo siguiente: " Atliculo 221: Tr¡bunal de lo

Contencioso Admin¡strativo: Su función es de contra¡or de la juridicidad de la

adm¡nistrac¡ón pública y tiene atr¡buc¡ones para conocer en caso de contienda por actos

o resoluc¡ones de la admin¡stración y de las entidades descentralizadas y autónomas

del Estado, así como en los casos de controvers¡as derivados de contratos y

concesiones adm¡nistrat¡vas. ...Contra las resoluc¡ones y autos que pongan f¡n al

proceso, puede interponerse el recurso de casación.'

Este precepto const¡tuc¡onal claramente abre la posib¡l¡dad que la actuación de la

adm¡n¡strac¡ón pública sea rev¡sada por un órgano jurisdiccional.

En otras palabras, ésia es una garantía que la administración pública no es totalmente

discrecional, s¡no que eslá sujeta a ser revisada por el Organismo Jud¡c¡al. Es más, el

tercer párrafo incluso abre la puerta a que la Corte Suprema de Justicia conozca de

estas actuaciones. Este control jur¡sd¡ccional sobre la actuación de la admin¡stración

pública refleja el sistema de frenos y contrapesos que existen entre distintas funciones

del Estado.
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5,2,5. Fallos de la Corte de Constitucional¡dad

La Corte de Constitucionalidad en d¡stintos expedientes ha defendido la procedencia del

recurso de revocator¡a como ún¡co med¡o de ¡mpugnación de las resoluc¡ones d¡ctadas

por autoridad admin¡strativa que tenga superior jerárquico.

Como eiemplo encontramos el exped¡ente número novecientos quince gu¡ón noventa y

siete en donde la Corte de Constitucionalidad en su parte cons¡derativa establec¡ó:

"... Esta Corte ha considerado que existe v¡olación al debido proceso y por ende al

derecho de defensa que protege el artículo doce constitucional, cuando una persona no

ha ten¡do Ia oportunidad de defenderse debidamente de conformidad con la |ey...".

Además en expediente número doscientos nueve gu¡ón noventa y ocho la Corte de

Constituc¡onalidad establec¡ó en su parte considerativa lo siguiente. "De conformidad

con el Articulo 17 del Decreto 119-96 del Congreso de la Repúbl¡ca (Ley de lo

Contencioso Adm¡nistrativo) los recursos de revocatoria y repos¡ción serán los únicos

medios de impugnación ord¡narios en toda la administración públ¡ca centralizada y

descentralizada o autónoma. Se exceptúan los casos en que la impugnación de una

resoluc¡ón deba conocerla un Tr¡bunal de Trabajo y Previsión Soc¡a1."

Asimismo, encontramos el exped¡ente número ciento veintiuno dos mil en el que la

Corte de Constituc¡onal¡dad en su conside¡ando segundo estableció: 'El recurso fue

¡nterpuesto por la postulante como fundamento en el Artículo 7 de la Ley de lo

Contencioso Adm¡n¡strativo, que preceptúa que el recu¡so de revocatoÍ¡a procede



contra las resoluc¡ones d¡ctadas por autoridad admin¡strat¡va que tenga superior

jerárquico dentro del mismo min¡sterio.

EI cuerpo procesal apl¡cable para tal objeto es la Ley de lo Contenc¡oso Adm¡nistrat¡vo,

la que al fin, de concentrar y reducir d¡versos medios ¡mpugnat¡vos d¡spuestos en

mater¡a admin¡strat¡va, para agotar esta vía, que previamente obliga a acud¡r a la

jurisd¡ccional, los redujo a los recursos de revocator¡a y reposición, aplicables a toda la

admin¡stración pública centralizada y descentralizada.

Contrad¡ctor¡amente, ¡a Corte de Const¡tuc¡onalidad ha compartido el mismo cr¡ter¡o que

el Registro Mercantil al resolver en distintos fallos sobre la improcedenc¡a del recurso de

Gvocatoria en esta materia.

Como ejemplo encontEmos el expediente número dos mil novecientos ochenta y cinco

gu¡ón dos m¡l c¡nco (2985-2005) en donde la Corte de Const¡tucionalidad en su últ¡mo

considerando estableció...."se est¡ma que el acceso debido a los recursos impl¡ca una

forma de ejerc¡c¡o del derecho de defensa, pero para que sean efect¡vos deben de

ejercitarse en la forma, modo y tiempo debidos; y además que sean ¡dóneos en el

proceso que se intentan y estén previstos por la ley que los regula, de lo contrar¡o

deben ser rechazados".

En el presente caso la Corte de Constitucional¡dad decid¡ó confirmar la sentenc¡a de

amparo que había sido ob.ieto de una apelación, en la que se declaraba improcedente

el recurso de revocatoria que fuera planteado.
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5.3. V¡olación de¡ derecho constitucional de defensa al no adm¡tir para su trám¡te

el recurso administrativo de revocator¡a en contra de las resoluciones

emilidas por el Registrador Morcanül general de la República de Guatemala

Habiendo analizado la interpretación del Recurso de Revocatoria en materia mercant¡|,

se concluye que en el párrafo segundo del Artículo 350 del Código de Comercio se

transgreden la garantía const¡tucional de defensa. Toda vez que en dicha norma, como

ya se observó queda claro que las resoluc¡ones d¡ctadas por el Registro Mercantil

objeto de este estudio no son impugnables.

Esto implica, una clara vulnerac¡ón del derecho de defensa ya que es esta garantia

constitucional que al provenir de una norma general prev¡sta en la parte dogmát¡ca de la

carta magna, debe tener plena observancia en todo proced¡miento en que se sancione,

condene o afecten derechos de una peÍsona. Tienen mayor aelevanc¡a y característ¡cas

en los procesos jud¡c¡ales es cierto, pero su aplicac¡ón es imperativa en todo tipo de

procedimientos, aún ante la adm¡nistración pública y cualqu¡er otra esfera de actuac¡ón,

toda vez que por actos de poder público, se afecten derechos de una persona. Tales

derechos abarcan la potestad de ser oído, de ofrecer y producir medios de prueba y de

tebatir las argumentaciones deduc¡das, y el pronunciam¡ento def¡nit¡vo de conformidad

con la ley

Asimismo, es importante señalar que la d¡spos¡ción del Código de Comerc¡o

anteriormente c¡tada, pretende que la actuac¡ón de la adm¡n¡strac¡ón pública, no sea

suscept¡ble de ser revisada por n¡nguna otra vía (admin¡strativa o judicial). Esta

limitación supone que la discrec¡onalidad de la admin¡strac¡ón pública no pueda ser
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recons¡derada, y como consecuencia de ello, no hay un procedimiento para revisar la

actuac¡ón de la administrac¡ón pública, del Reg¡strador Mercantil en este caso.

Además, a pesar de que la Corte de Constitucionalidad ha respaldado enóneamente el

criter¡o del Registro Mercantil, a opinión del autor, tomando en cons¡derac¡ón el anál¡s¡s

realizado sobre el tema en la presente ¡nvest¡gación, el Registro Mercantil, viola

claramente derechos de carácter const¡tucional al rechazar 'in l¡mine" los recursos de

revocator¡a que son presentados, tal como el derecho de defensa, derecho que la

misma Constituc¡ón Política de la República de Guatemala regula y que protege.

De ¡gual forma, al ser la Const¡tución Política de la Repúbl¡ca de Guatemala, la norma

suprema del ordenamiento jurídico guatemalteco y regular la función contralora del

Tribunal de lo Contencioso Administrativo para conocer en caso de contienda por actos

o resoluciones de la adm¡n¡stración pública, sin excepción alguna, no puede quedar de

esta función contralora n¡nguna resolución dictada por las d¡st¡ntas ent¡dades del

Estado.

Es ev¡dente pues, que las resoluciones que dicte el Registro Mercánt¡l sí son

impugnables a través del recurso de revocatoria establecido en la Ley de lo

Contencioso Adm¡nistrat¡vo, por lo que el rechazo ¡n limine de éstos que se ha venido

dando a lo largo deltiempo, es una práctica errada e inconstitucional.

As¡mismo, en virtud de la supremacía constitucional, todo el ordenamiento juríd¡co

debe guardar armonía con los valores, princip¡os y normas; por lo que en materia
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administrativa, como en cualqu¡er otra, el derecho de defensa y el de audiencia deben

sostenerse plenamente

Por lo tanto, debe promoverse a la brevedad posible una refoma al Código de

Comercio de Guatemala, específcrmente en su Artículo 350, establec¡endo la

procedenc¡a del Recurso de Revocatoria en contra de las resoluciones emitidas por el

Registrador Mercantil de conformidad con lo establecido en la Ley de lo Contencioso

Admin¡strativo y con ello dar cumplim¡ento a las d¡sposic¡ones constitucionales.
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1. En materia de impugnación de los actos administrativos, la Ley de lo

Contencioso Administrativo debe aplicarse, prevaleciendo ésta sobre cualquier

otra norma que pretenda regular los recursos administrativos, en virtud de Io

establecido en el Artículo 13 de la Ley del Organismo Judiciai.

2. La Ley de lo Contencioso Administrativo busca asegurar el derecho de defensa

del particular frente a toda la administración, sin excepción alguna, estableciendo

para el efecto un medio de impugnación y un procedimiento que deben ser

respetados, aplicados y acatados por el Registrador Mercantil.

3. Al ser la Constitución Política de la República de Guatemala la norma suprema

del ordenamiento jurídico y reconocer el derecho de defensa, éste debe tener

plena observancia en todo procedimiento en que se sancione, condene o afecten

derechos de una persona, sea éste judicial o administrativo.
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RECOMENDACIONES

1. Es necesario que el Colegio de Abogados y Notarios de Guatémala organ¡ce

asambleas a efecto de realizar un análisis exhaustivo del Artículo 350 del Código

de Comercio y la concordancia del mismo, con la Ley de lo Contencioso

Administrativo -Decreto 1 19-96- en materia impugnat'cia.

El Congreso de la República de Guatemala debe llevar a cabo una reforma

legislativa parcial en el Artículo 350 del Código de Comercio, en el seniido que

en contra de las resolucjones emitidas por el Registrador Mercaniil proceda el

recurso de revocatoria de conformidad con lo estab ecido en la Ley de lo

Contencioso Administrativo.

3. La Constitución Política de la República de Guatemala es la ley suprema, por lo

tanto la Procuraduría de Derechos Humanos debe promover y dar a conocer a

través de los medios de comunicación, los derechos que le asisten a las

pe[sonas en los procesos administraUvos y Judiciales.
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